
MEMORIAL DR. SUAREZ OROZCO RV: REMISION RECURSO DE REPOSICION - REF:
11001-31-99-001-2018-04061-02

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 30/03/2022 15:38
Para:  GRUPO CIVIL <grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

MEMORIAL DR. SUAREZ OROZCO 


Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Mauricio Maestre - M&M Lawyers <mauricio@mauriciomaestre.com>

Enviado: miércoles, 30 de marzo de 2022 3:30 p. m.

Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: aperea@pereasanchez.com <aperea@pereasanchez.com>

Asunto: REMISION RECURSO DE REPOSICION - REF: 11001-31-99-001-2018-04061-02
 
Señores
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C.
Atn
SALA CIVIL DE DECISIÓN

 
MAURICIO MAESTRE, identificado con la cédula de ciudadanía No.1.032.440.231
expedida en Bogotá y portador de la Tarjeta Profesional No. 275.104 del Consejo
Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de APODERADO ESPECIAL de la
parte demandante el señor:  MIGUEL ÁNGEL DÍAZ BURCIAGA  en el proceso de
la  referencia:11001-31-99-001-2018-04061-02.  Me permito remitir dentro de
la oportunidad legal y procesal pertinente, RECURSO DE REPOSICIÓN, en contra del
auto calendado 25 de marzo de 2022 fijado en el estado del 28 de marzo de
2022 en los siguientes términos.
 
Frente a esta solicitud se adjunta un único archivo PDF. 
 
Lo anterior para su conocimiento y fines pertinentes.
 
Cordialmente,

-- 




Rgds,

Mauricio Maestre®



Bogotá D.C., 30 de marzo de 2022  
 
 

Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 
Atn 
MP JUAN PABLO SUAREZ OROZCO  
SALA CIVIL DE DECISIÓN 
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E. S. D. 

 

 
MAURICIO MAESTRE, identificado civil y profesionalmente como 
aparece al pie de mi respectiva firma, actuando en mi calidad de 
APODERADO ESPECIAL de la parte demandante en el proceso de 
la referencia, por medio del presente escrito y estando dentro de la 
oportunidad legal y procesal pertinente, interpongo RECURSO DE 
REPOSICION, en contra del auto calendado 25 de marzo de 2022 
fijado en el estado del 28 de marzo de 2022 en los siguientes 
términos. 
 

I. ARGUMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS: 
 

1. Exceso Ritual Manifiesto: 
 
La búsqueda de la verdad procesal debe garantizarse por la función pública. 
Un apego extremo y/o la aplicación mecánica de las normas, renuncia 
conscientemente a la verdad jurídica objetiva de los hechos y deriva en una 
inaplicación de la justicia material y del principio de la prevalencia del 
derecho sustancial. 
 
Las normas procedimentales y los reglamentos que las complementan son 

	 	

	 	

	 	

	
	



un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos. No son fines 
en sí mismos, pues en la prevalencia constitucional del derecho sustancial 
sobre el derecho adjetivo, se garantizan las garantías fundamentales al 
debido proceso y el acceso a la administración de justicia. 
 
Para el caso en concreto, se presentaron inconvenientes técnicos 
relacionados con el acceso a internet del suscrito, que impidieron el envío 
antes de las 05:00pm del día del vencimiento, lo que implicó que el mensaje 
de datos quedara en la bandeja de “borradores” y no de “enviados”.  
 
No obstante, a lo anterior, el yerro fue corregido y el correo electrónico 
enviado el mismo día, con tan solo una diferencia de minutos. No pretende 
este extremo que se normalice la extemporaneidad en la presentación de 
documentos, pero en gracia de discusión, 33 minutos de retraso producto 
de un impase tecnológico no pueden ser concebidos como un obstáculo para 
la eficacia del derecho sustancial, pues esta actuación devendría en una 
denegación de justicia.  
 
Si bien es cierto ,el Acuerdo PSAA07-4034 de 2007 del 15 de mayo de 2007, 
señaló como horario de los despachos judiciales lunes a viernes, de 8:00 
a.m. a 1:00 p.m. y de 2:00 p.m. a 5:00 p.m,  no es menos cierto que el mismo 
se expidió en el año 2007  fecha en la cual se estaba ante la 
PRESENCIALIDAD; luego, con la actual situación de justicia digital se tiene 
que en ocasiones se pueden presentar diferentes situaciones, como así lo ha 
dicho la corte en SENTENCIA  STC13728-2021 del 13 de octubre de 2021 
con ponencia de ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO.  
 
 

2. Presentación y Sustentación del Recurso: 
 
Ahora bien, adicionalmente se tiene que, en el mes de enero de 2020 se 
presentó la sustentación de la apelación de conformidad con el articulo 322 
– 3 del CGP. 
 
En virtud de lo establecido en la norma citada, este extremo dio cabal 
cumplimiento a la sustentación de la apelación, en la oportunidad para ello 
señalada. Tanto así que se admitió el recurso mediante auto fijado en el 
estado del 7 de febrero de 2020, momento en el cual la sustentación 
a la apelación ya obraba en el expediente, pudiendo así la sala omitir 
el requisito exigido en auto del 18 de febrero de 2022.   
 
No obstante, con la entrada en vigencia del Decreto 806 de 2020 y el 
uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, se 
determinó en el artículo 14 ibídem que: 
 

ARTÍCULO 14. APELACIÓN DE SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL 



Y FAMILIA.  (…) Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el 
que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar 
el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 
De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el 
término de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se 
proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 
sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (…)” 

 
En consecuencia, el despacho a su digno cargo, mediante auto del 18 
de febrero de 2022 decidió:  i) reanudar el proceso, ii) Imprimirle al 
trámite lo establecido en el artículo 14 del decreto 806 de 2020 
y consecuencialmente a ello, corrió traslado al apelante para 
sustentar los reparos. 
  
En cumplimiento a los autos antes referidos, este extremo allegó la 
respectiva sustentación, tanto el 13 de enero de 2020, como el 28 de 
febrero de 2022.  
 
Frente a este tema ha dicho la CSJ en STC5498-2021 de fecha 12 de 
mayo de 2021, con ponencia de ÁLVARO FERNANDO GARCÍA 
RESTREPO lo siguiente: 
 

“(…)En vigencia del Decreto  Legislativo 806 de 2020, si desde el 
umbral de la interposición de la alzada el recurrente expone de 
manera completa los reparos por los que está en desacuerdo con 
la providencia judicial, no hay motivo para que el superior  exija 
la sustentación de la impugnación, de lo contrario, si los 
reproches realizados apenas son enunciativos, desde luego, el 
juez deberá ordenar el agotamiento de esa formalidad, conforme 
lo previsto en la normatividad señalada. (..)”  

 
En Consecuencia, aun cuando en gracia de discusión, prime lo 
procesal sobre lo sustancial y se declarare desierto el recurso por 33 
minutos de extemporaneidad, no se puede perder de vista que desde 
el año 2020 reposa en el expediente la línea argumentativa que este 
defensor ha esbozado para controvertir la decisión de primera 
instancia. 
 
A criterio de este apoderado, y con el único objetivo de velar por la 
verdad jurídica objetiva y las garantías fundamentales al debido proceso, a 
la doble instancia y el acceso a la administración de justicia; la honorable 
Sala debería tener en consideración los argumentos presentados 
tanto en audiencia (al momento de recurrir la decisión de primera 
instancia), como los argumentos presentados en escrito admitido por 
Auto fijado en el estado del 7 de febrero de 2020, como los argumentos 
allegados en la respectiva sustentación el 28 de febrero de 2022. 



 
III. SOLICITUDES AL DESPACHO: 

 
 
Por todo lo antes expuesto solicito al despacho: 

 
1. Se deje sin valor sin efecto el auto del 25 de marzo de 2022 

fijado en el estado del 28 de marzo de 2022. 
 

2. Como consecuencia de lo anterior se tengan por presentada 
la sustentación a la apelación en tiempo.   
 

3. En subsidio, se tenga como sustentando el recurso con el escrito 
obrante a folios del expediente del 13 de enero de 2020.  
  

 
Respetuosamente, 
 
 

MAURICIO MAESTRE HIZA 
C.C. No. 1.032.440.231 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 275.104 del C.S. de la J. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR RV: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN.
RADICADO NO. 11001319900320200015303. | DEMANDANTE I.P.S. MEDIFARMA S.A.S. |
DEMANDADO: BANCOLOMBIA S.A.

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 7/02/2022 2:11 PM
Para: GRUPO CIVIL <grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

MEMORIAL PARA REGISTRAR
 
Atentamente,
 

 
De: Evelyne Natalia Tinjaca Villalba <evtinjac@bancolombia.com.co> 

Enviado el: lunes, 7 de febrero de 2022 1:37 p. m.

Para: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Margarita Parrado Velasquez <mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co>

CC: Luz Maria Arbelaez Moreno <luzarbel@bancolombia.com.co>; gabrieleduardobedoya
<gabrieleduardobedoya@gmail.com>

Asunto: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN. RADICADO NO. 11001319900320200015303. | DEMANDANTE
I.P.S. MEDIFARMA S.A.S. | DEMANDADO: BANCOLOMBIA S.A.
 
Honorable.
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - SALA CIVIL
Atn. H. Magistrado Dr. JESUS EMILIO MÚNERA VILLEGAS
E. S. D
Bogotá D.C.
 
ASUNTO: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN
PROCESO: VERBAL
RADICADO: 11001319900320200015303
DEMANDANTE: I.P.S. MEDIFARMA S.A.S.
DEMANDADO: BANCOLOMBIA S.A.
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Por instrucción de la Dra. Luz Maria Arbelaez Moreno Representante Legal Judicial de Bancolombia S.A., por
medio del presente correo me permito enviar adjunto la sustentación del recurso de apelación dentro del proceso
identificado en la referencia, igualmente se anexa certificado de existencia y representación legal de Bancolombia
S.A., para que sea allegado al expediente.
 
De igual manera, manifestamos que el presente memorial está siendo remitido de forma simultánea a la parte
demandante, dando así cumplimiento a lo establecido en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020.
 
Atentamente
 
Cordialmente,
 

Evelyne Natalia Tinjacá Villalba.
Dirección de Procesos
Vicepresidencia Jurídica Corporativa
evtinjac@bancolombia.com.co
Tel: (601) 4886000 ext. 14072 | Dir: Calle 28#13A–75 Bogotá
D.C.

 

 
 
 
 
 
 
 

mailto:evtinjac@bancolombia.com.co


 
 

 

 
Señores  
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 
Atn. H. Magistrado Dr. JESUS EMILIO MÚNERA VILLEGAS 
E.   S.    D 
Bogotá D.C. 
 
 
ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION  
PROCESO: VERBAL 
RADICADO: 11001319900320200015303 

DEMANDANTE:   I.P.S. MEDIFARMA S.A.S. 
DEMANDADO:     BANCOLOMBIA S.A.  
 
 
LUZ MARIA ARBELAEZ MORENO, ciudadana colombiana, con domicilio y residencia en 
la ciudad de Bogotá D.C., abogada en ejercicio, identificada con la cédula de ciudadanía 
número 33.816.318 expedida en la ciudad de Calarcá y con tarjeta profesional de abogada 
No. 144.422 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi calidad de 
representante legal judicial de BANCOLOMBIA S.A., abogada reconocida en el proceso, 
mediante el presente escrito, me permito manifestar que estando dentro del término legal, 
procedo de conformidad al Art. 322 del Código General del Proceso a sustentar el recurso 
de apelación que contra la sentencia, fuera interpuesto en audiencia de fallo del 26 de 
febrero de 2021 emitida por la Delegatura de Funciones Jurisdiccionales de la 
Superintendencia Financiera dentro del proceso de la referencia, de la siguiente manera: 

 
La Delegatura manifiesta dentro de las consideraciones previas a dictar fallo condenatorio, 
en relación con el cumplimiento de las obligaciones contractuales respecto de la parte 
actora que la misma, no debe asumir la totalidad de la condena en razón al incumplimiento 
del Banco de sus obligaciones contractuales, lo que nos lleva a verificar hasta donde van 

las obligaciones de I.P.S. MEDIFARMA S.A.S., en relación con las cuentas creadas para 
el manejo de dineros provenientes del Sistema general de Participación y del FOSYGA para 
la atención de personas de escasos recursos con necesidades médicas, y aquellas que se 
encuentran vinculadas al Sisbén, específicamente la cuenta corriente terminada en 71620 
y el hecho que de la misma se halla hecho uso sin reclamación alguna por parte de dicha 
entidad, respecto del servicio de débito automático al que fue vinculada dicha cuenta desde 
sus inicios con cinco de los seis contratos de leasing suscritos por dicha entidad, ya que tal 
y como se puede observar en el acervo probatorio allegado al proceso, la cuenta corriente 
fue aperturada en el año 2014 y solo hasta agosto de 2015 se registró su inembargabilidad, 
pero de la misma se siguió autorizando el débito automático para el pago de los contratos 
de arrendamiento financiero Leasing en mención, y solo extrañamente hasta que la entidad 
se encontraba en mora, esto es 3 años después de su vinculación al débito se solicita la 
suspensión del mismo que fue autorizado por la entidad, denotando una abierta mala fe de 
la accionante, no solo por haber utilizado una cuenta con destinación específica para estos 
fines, sino además para abstraerse de cumplir sus obligaciones y sin siquiera facilitar de 
alguna manera alguna solución para el cumplimento de las mismas. Además, manifiesta la 
delegatura que no se podían compensar mediante débito automático los recursos 
adeudados provenientes de la cuenta terminada en 71620, ya que provenían de recursos 



 
 

 

de naturaleza publica, pero como bien los señaló en el mismo aparte  estos eran 
inembargables, pero estos no fueron retenidos bajo esa figura, ya que la entidad que 
represento nunca los embargo, por ende, no estaba incumpliendo la norma al ser 
compensados, más aún cuando la mora en los mismos era completamente evidente. 
 
Ahora bien, descendiendo al tema de la condena es importante señalar que se incurre en 
graves falencias al momento de proferir fallo, es así como dentro de las consideraciones 
previas a la condena, se establece que la entidad será responsable por el valor total 
debitado automáticamente después del mes de julio de 2018 y hasta el mes de septiembre 
de 2019  y solicitado dentro de las pretensiones equivalentes a la suma de $166.931.458, 
además de lo anterior, se negó por parte de la Delegatura la pretensión encaminada a la 
condena de intereses por la naturaleza de la cuenta corriente y porque los mismos tampoco 
estaban pactados, y se ordenó indexar los dineros debitados. Pero extrañamente los 
cálculos realizados por la Delegatura son totalmente desacertados, ya que en la condena 
a la entidad que represento, incluyó la pretensión de los intereses solicitados por valor de 
$47.007.899, después de que en sus consideraciones (minuto 31 del fallo) los había 
negado, por ser dineros depositados en una cuenta corriente que no genera intereses y 
sobre la sumatoria capital e intereses equivalente a $213.939.357 calculó la suma a indexar, 
que para agravar aún más la situación del banco, se supone debía ser indexada desde el 
mes de septiembre de 2019, pero se calculó por parte del delegado desde el año 2009 
dando como resultado el valor de $317.877.628, suma que está bastante lejana del valor 
real de la indexación en las fechas establecidas en las consideraciones que es 
$171,215,482, de conformidad con la formula establecida para tal fin. 
 
Lo anterior denota una necesidad imperiosa del delegado designado para la atención de 
esta acción de protección al consumidor de condenar a mi representada de la forma más 
gravosa posible, sin tener en cuenta los parámetros que él mismo había establecido para 
proferir el fallo, ya que la valoración del perjuicio ocasionado premia la falta de diligencia y 
la mala fe de la I.P.S. MEDIFARMA S.A.S. y lleva a mi representada a sufrir una condena 
por demás injusta. 
 
Con los argumentos que anteceden, dejo sustentado el recurso formulado en precedencia 
y solicito se revoque el fallo apelado en los numerales primero a cuarto de la sentencia                                                                       
y se absuelva a mi representada de la condena impuesta. 
 
Del señor Magistrado con el debido respeto  

 
 
LUZ MARIA ARBELAEZ MORENO  
C.C. 33.816.318 de Calarcá  
T.P. No. 144.422 del C.S. de la J.   
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: BANCOLOMBIA S.A. podrá girar también con la denominación social Banco de
Colombia S.A., pudiendo identificar sus establecimientos de comercio, productos y servicios, con el
nombre comercial de BANCOLOMBIA

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad Comercial Anónima De Carácter Privado. Entidad sometida al control y
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 388 del 24 de enero de 1945 de la Notaría 1 de
MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Acta de Organización del 19 de septiembre de 1944, aprobada por la
Superintendencia Bancaria el 9 de diciembre del mismo año, bajo la denominación BANCO INDUSTRIAL
COLOMBIANO
Escritura Pública No 527 del 02 de marzo de 1995 de la Notaría 25 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Se
protocoliza el cambio de razón social por "BANCO INDUSTRIAL COLOMBIANO S.A.", quien podrá utilizar la
sigla "BIC S.A."
Escritura Pública No 633 del 03 de abril de 1998 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).   modifica su
razón social a BANCOLOMBIA S.A., también podrá girar bajo la razón social BANCO DE COLOMBIA S.A. Se
protocoliza el acuerdo de fusión por el cual el BANCO INDUSTRIAL COLOMBIANO S.A. absorbe al BANCO
DE COLOMBIA S.A. (razón social para el año 1997), quedando este último disuelto sin liquidarse (oficio S.B.
97052104 del 18-02-1998) Así mismo, se  modifica su denominación social por la de BANCOLOMBIA S.A.
Además, también podrá girar bajo la razón social de BANCO DE COLOMBIA S.A.
Resolución S.B. No 0300 del 11 de marzo de 2002  la Superintendencia Bancaria  aprobó la cesión parcial de
los activos y pasivos de la CORPORACIÓN FINANCIERA DEL NORTE S.A. COFINORTE S. A. a
BANCOLOMBIA S.A., BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S.A. y BANCO DAVIVIENDA S.A.
Escritura Pública No 3280 del 24 de junio de 2005 de la Notaría 29 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).
BANCOLOMBIA S.A. podrá girar también con la denominación social Banco de Colombia S.A., pudiendo
identificar sus establecimientos de comercio, productos y servicios, con el nombre comercial de
BANCOLOMBIA
Resolución S.B. No 1050 del 19 de julio de 2005  La Superintendencia Bancaria no objeta la fusión de los
bancos Bancolombia S.A.y Conavi Banco Comercial y de Ahorros S.A. y de la Corporación Financiera Nacional
y Suramericana S.A. Corfinsura (escindida), en la cual actuará como absorbente Bancolombia S.A.
Escritura Pública No 3974 del 30 de julio de 2005 de la Notaría 29 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  se protocoliza
la fusión en virtud de la cual la sociedad BANCOLOMBIA entidad absorbente, absorbe a las sociedades
CONAVI BANCO COMERCIAL Y DE AHORROS S.A. y CORPORACIÓN FINANCIERA NACIONAL Y
SURAMERICANA S.A. quedando estas últimas disueltas sin liquidarse.
Resolución S.F.C. No 0419 del 25 de febrero de 2010  La Superintendencia Financiera autoriza la cesión
parcial de activos, pasivos y contratos por parte de la Compañía de Financiamiento Sufinanciamiento S.A.
(cedente) a favor de Bancolombia S.A. (Cesionario)
Resolución S.F.C. No 1796 del 06 de noviembre de 2012  , la Superintendencia Financiera de Colombia
autoriza la cesión de posiciones contractuales en operaciones de compra y venta de valores, simultáneas y
repo que tengan por objeto títulos TES clase B y TES denominados en UVR por parte de la sociedad
comisionistas de bolsa INTERBOLSA S.A. a BANCOLOMBIA S.A.

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 3005572373640958

Generado el 01 de febrero de  2022 a las 08:35:24

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co
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Resolución S.F.C. No 1464 del 26 de agosto de 2014  la Superintendencia Financiera autoriza la cesión total
de los activos, pasivos y contratos de FACTORING BANCOLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO
como cedente a favor de BANCOLOMBIA S.A., como cesionaria.
Resolución S.F.C. No 1171 del 16 de septiembre de 2016  La Superintendencia Financiera de Colombia no
objeta la fusión por absorción de Leasing Bancolombia por parte de Bancolombia, protocolizada mediante
escritura pública 1124 del 30 de septiembre de 2016 Notaria 14 de Medellin

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 3140 del 24 de septiembre de 2003

REPRESENTACIÓN LEGAL: El Gobierno y la administración directa del Banco estarán a cargo de un
funcionario denominado Presidente, el cual es de libre nombramiento y remoción por la Junta Directiva.
ARTICULO 65 Reemplazo del Presidente: En sus faltas temporales o accidentales, el Presidente del Banco
será reemplazado por su suplente, si la Junta Directiva lo designa. A falta de suplente, por el vicepresidente
que indique la propia Junta. En caso de falta absoluta, entendiéndose por tal la muerte, la renuncia aceptada o
la remoción, la Junta Directiva deberá designar un nuevo Presidente; mientras se hace el nombramiento, la
Presidencia del Banco será ejercida de la manera indicada en el inciso anterior. ARTICULO 67 FUNCIONES
DEL PRESIDENTE: Son funciones del Presidente, las cuales ejercerá directamente o por medio de sus
delegados, las siguientes: 1.) Ejecutar los decretos y resoluciones de la Asamblea General de Accionistas y de
la Junta Directiva.2.)  Crear los cargos, comités, dependencias y empleos que juzgue necesario para la buena
marcha del Banco, fijarles sus funciones y suprimirlos o fusionarlos. 3.)  Crear y suprimir, previo los requisitos
legales, las sucursales y agencias en el territorio colombiano, necesarias para el desarrollo del objeto social. 4)
Nombrar, remover y aceptar las renuncias a los empleados del Banco, lo mismo que fijar sus salarios y
emolumentos, excepto aquellos cuyo nombramiento y remoción correspondan a la Asamblea General de
Accionistas, a la Junta Directiva o al Revisor Fiscal. Todo lo anterior, lo podrá ejecutar directamente o a través
de sus delegados. El presidente tendrá la responsabilidad de evaluar la gestión de los ejecutivos que le estén
directamente subordinados. 5.) Resolver sobre las faltas, excusas y licencias de los empleados del Banco,
directamente o a través de sus delegados. 6.) Ordenar todo lo concerniente al reconocimiento y pago de
prestaciones sociales, de acuerdo con la ley y las disposiciones de la Junta Directiva. 7.) Adoptar las
decisiones relacionadas con la contabilización de depreciaciones, establecimiento de apropiaciones o
provisiones y demás cargos o partidas necesarias, para atender al deprecio, desvalorización y garantía del
patrimonio social; método para la valuación de los inventarios y demás normas para la elaboración y
presentación del inventario y el balance general, y del estado de pérdidas y ganancias, de acuerdo con las
leyes, con las normas de contabilidad establecidas y las disposiciones de la Junta Directiva. 8.)  Cuidar de la
recaudación e inversión de los fondos del Banco y de que todos los valores pertenecientes a él y los que se
reciban en custodia o depósitos se mantengan con la debida seguridad. 9.) Dirigir la colocación de acciones y
bonos que emite el Banco. 10.) Convocar a la Asamblea General de Accionistas y a la Junta Directiva a
reuniones extraordinarias. 11.)  Presentar en la reunión ordinaria de la Asamblea General, un informe escrito
sobre la forma como hubiere llevado a cabo su gestión con inclusión de las medidas cuya adopción recomiende
a la Asamblea y presentar a ésta, conjuntamente con la Junta Directiva, el balance general, el detalle completo
del estado de resultados y los demás anexos y  documentos que la ley  exija. Los Estados Financieros serán
certificados de conformidad con la ley. Este informe contendrá, entre otros, una descripción de los riesgos
inherentes a las actividades relacionadas con el Banco, y los demás aspectos relativos a la operación bancaria
que sean materiales, de acuerdo con las normas vigentes. 12.)  Representar al Banco ante  las compañías,
corporaciones  y comunidades en que ésta tenga interés. 13.) Visitar la dependencia del Banco cuando lo
estime conveniente. 14.) Cumplir las funciones que, en virtud de delegación de la Asamblea General o de la
Junta Directiva, le sean confiadas. 15.) Dictar el reglamento general del Banco y de sus Sucursales y Agencias.
16.)  Delegar en los comités o en los funcionarios que estime oportuno y para casos concretos, alguna o
algunas de sus funciones, siempre que no sean de las que se ha reservado expresamente o de aquellas cuya
delegación esté prohibida por la ley. 17.) El presidente podrá presentar proposiciones a la Asamblea General
de Accionistas en todos aquellos aspectos que considere necesarios para la buena marcha de la institución.
18.) Las demás que le corresponden de acuerdo con la Ley, los estatutos o por la naturaleza del cargo Cumplir,
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hacer cumplir y difundir adecuadamente el Código de Buen Gobierno de la sociedad. 17.) Suministrar al
mercado información oportuna, completa y veraz sobre los estados financieros y sobre  el comportamiento
empresarial y administrativo. 18.) Las demás que le correspondan de acuerdo con la ley, los estatutos o por la
naturaleza del cargo. ARTICULO 68  Representación Legal: Para los asuntos concernientes a la Sociedad, la
representación legal del Banco, en juicio y extrajudicialmente, corresponderá al Presidente y a los
Vicepresidentes, quienes podrán actuar en forma conjunta o separada. Dichos representantes tienen facultades
para celebrar o ejecutar, sin otras limitaciones que las establecidas en estos estatutos en cuanto se trate de
operaciones que deban ser previamente autorizadas por la Junta Directiva o por la Asamblea General de
Accionistas, todos los actos o contratos comprendidos dentro del objeto social o que tengan carácter
simplemente preparatorio, accesorio o complementario para la realización de los fines que persigue el Banco, y
los que se relacionen directamente con la existencia y el funcionamiento del mismo. En especial pueden
transigir, conciliar, arbitrar y comprometer los negocios sociales, celebrar convenciones, contratos, arreglos y
acuerdos; promover o coadyuvar acciones judiciales, administrativas o contencioso administrativas en que el
Banco tenga interés o deba intervenir, e interponer todos los recursos que sean procedentes conforme a la Ley;
desistir de las acciones o recursos que interponga; novar obligaciones o créditos; dar o recibir bienes en pago;
constituir apoderados judiciales o extrajudiciales; delegarles facultades, revocar mandatos y sustituciones y
ejecutar los demás actos que aseguren el cumplimiento del objeto social del Banco. En caso de falta absoluta o
temporal del Presidente y los Vicepresidentes, tendrán la representación legal del Banco los miembros de la
Junta Directiva en el orden de su designación, con excepción del director que tenga la calidad de Presidente de
la Junta. PARAGRAFO PRIMERO: Dentro de las respectivas regiones y zonas, y para todos los negocios que
se celebren en relación con las mismas, también tendrán la representación legal del Banco los Vicepresidentes
Regionales y los Gerentes  de Zona, estos últimos, respecto de la Zona a su cargo. Además, los Gerentes de
las  sucursales en cuanto a los asuntos vinculados a la respectiva oficina. PARAGRAFO SEGUNDO: Los
Directores de las áreas jurídicas de BANCOLOMBIA tendrán la calidad de representantes legales del Banco.
Los demás abogados que la Junta Directiva designe para el efecto, tendrán la representación legal
exclusivamente para los asuntos y trámites que se surtan ante las autoridades administrativas, incluyendo la
Superintendencia Financiera, y de la rama jurisdiccional del poder público. (Escritura Pública 6.290 del 27 de
noviembre  de 2015 Notaria 25 de Medellín)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Juan Carlos Mora Uribe
Fecha de inicio del cargo: 01/05/2016

CC - 70563173 Presidente

Mauricio Botero Wolff
Fecha de inicio del cargo: 08/08/2018

CC - 71788617 Vicepresidente de Servicios
Administrativos y Seguridad

José Humberto Acosta Martín
Fecha de inicio del cargo: 06/06/2012

CC - 19490041 Vicepresidente Financiero

Rodrigo Prieto Uribe
Fecha de inicio del cargo: 25/11/2011

CC - 71739276 Vicepresidente de Riesgos

Claudia Patricia Echavarría Uribe
Fecha de inicio del cargo: 13/02/2020

CC - 32141800 Vicepresidente Jurídico y
Secretario General

Esteban Gaviria Vásquez
Fecha de inicio del cargo: 31/05/2019

CC - 98553980 Vicepresidente de Banca
Corporativa

Adriana Carolina Arismendi Vizquel
Fecha de inicio del cargo: 23/05/2019

CE - 416522 Vicepresidente de Mercadeo

Laura Restrepo Bustamante
Fecha de inicio del cargo: 13/03/2020

CC - 1017165425 Representante Legal Judicial

Juan Sebastian Holguin Velásquez
Fecha de inicio del cargo: 04/06/2020

CC - 1144091143 Representante Legal Judicial
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Paola Andrea León Avendaño
Fecha de inicio del cargo: 09/04/2021

CC - 1032434015 Representante Legal Judicial

Laura García Posada
Fecha de inicio del cargo: 07/07/2021

CC - 1214715728 Representante Legal Judicial

Laura Fernanda Quiroga Rodríguez
Fecha de inicio del cargo: 03/09/2021

CC - 1032471113 Representante Legal Judicial

Daniela Rueda De Los Ríos
Fecha de inicio del cargo: 03/09/2021

CC - 1152455396 Representante Legal Judicial

María Adelaida Posada Posada
Fecha de inicio del cargo: 26/08/2005

CC - 42775528 Representante Legal Judicial

Carmen Helena Farías Gutiérrez
Fecha de inicio del cargo: 15/09/2005

CC - 52145340 Representante Legal Judicial

Diana Cristina Carmona Valencia
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2005

CC - 43581923 Representante Legal Judicial

Nancy Hoyos Aristizabal
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2005

CC - 43751805 Representante Legal Judicial

Claudia Celmira Quintero Tabares
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2005

CC - 52040173 Representante Legal Judicial

María Fernanda Durán Cardona
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2005

CC - 66862097 Representante Legal Judicial

César Augusto Hurtado Gil
Fecha de inicio del cargo: 15/05/2006

CC - 98555098 Representante Legal Judicial

Jorge Alberto Pachón Suárez
Fecha de inicio del cargo: 17/08/2006

CC - 79433590 Representante Legal Judicial

Néstor Renne Pinzón Pinzón
Fecha de inicio del cargo: 17/08/2006

CC - 79691062 Representante Legal Judicial

Margarita Silvana Pájaro Vargas
Fecha de inicio del cargo: 12/06/2009

CC - 22462701 Representante Legal Judicial

Sergio Gutiérrez Yepes
Fecha de inicio del cargo: 23/09/2009

CC - 8163100 Representante Legal Judicial

Juan Carlos Candil Hernández
Fecha de inicio del cargo: 24/03/2010

CC - 72276809 Representante Legal Judicial

Sandra Patricia Oñate Díaz
Fecha de inicio del cargo: 18/05/2010

CC - 22519406 Representante Legal Judicial

Diana Alejandra Herrera Hincapié
Fecha de inicio del cargo: 07/04/2011

CC - 44007268 Representante Legal Judicial

Alejandro Bravo Martínez
Fecha de inicio del cargo: 07/04/2011

CC - 94062843 Representante Legal Judicial

Karen Tatiana Mejía Guardias
Fecha de inicio del cargo: 25/05/2011

CC - 57461965 Representante Legal Judicial

Iveth Jasbleidy Orjuela Díaz
Fecha de inicio del cargo: 23/06/2011

CC - 37720820 Representante Legal Judicial

Gonzalo Mario Vásquez Alfaro
Fecha de inicio del cargo: 13/07/2011

CC - 72290576 Representante Legal Judicial
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Andrea Marcela Zúñiga Muñoz
Fecha de inicio del cargo: 21/09/2011

CC - 52339125 Representante Legal Judicial

Luz Maria Arbelaez Moreno
Fecha de inicio del cargo: 21/06/2012

CC - 33816318 Representante Legal Judicial

Isabel Cristina Ospina Sierra
Fecha de inicio del cargo: 11/10/2012

CC - 39175779 Representante Legal Judicial

Martha María Lotero Acevedo
Fecha de inicio del cargo: 11/10/2012

CC - 43583186 Representante Legal Judicial

Juan David Gaviria Ayora
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2013

CC - 1130679175 Representante Legal Judicial

Maria Helena Garzón Campo
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2013

CC - 66821735 Representante Legal Judicial

Ericson David Hernández Rueda
Fecha de inicio del cargo: 27/02/2014

CC - 1140818438 Representante Legal Judicial

Doris Adriana Prieto Rodríguez
Fecha de inicio del cargo: 27/02/2014

CC - 20369716 Representante Legal Judicial

Nancy Patricia Sánchez Sona
Fecha de inicio del cargo: 27/02/2014

CC - 52020260 Representante Legal Judicial

Ruth Stella Duarte Romero
Fecha de inicio del cargo: 27/02/2014

CC - 53101290 Representante Legal Judicial

Monica Yamile Díaz Manrique
Fecha de inicio del cargo: 26/08/2014

CC - 53038140 Representante Legal Judicial

Noel Ardila Espitia
Fecha de inicio del cargo: 28/04/2015

CC - 79302385 Representante Legal Judicial

Jessica Armenta García
Fecha de inicio del cargo: 23/06/2015

CC - 1032390777 Representante Legal Judicial

Andres Felipe Fetiva Rios
Fecha de inicio del cargo: 23/06/2015

CC - 79972909 Representante Legal Judicial

Cristina Rúa Ortega
Fecha de inicio del cargo: 25/02/2016

CC - 1128428121 Representante Legal Judicial

Sandra Milena Orjuela Velásquez
Fecha de inicio del cargo: 25/02/2016

CC - 52430144 Representante Legal Judicial

Lida Patricia Suárez
Fecha de inicio del cargo: 24/05/2016

CC - 22667421 Representante Legal Judicial

Liliana Patricia Hernández Fuentes
Fecha de inicio del cargo: 22/06/2016

CC - 64696241 Representante Legal Judicial

Diego Alejandro Uesseler Mora
Fecha de inicio del cargo: 02/11/2016

CC - 1013598420 Representante Legal Judicial

Luis Miguel Aldana Duque
Fecha de inicio del cargo: 02/11/2016

CC - 80101002 Representante Legal Judicial

Carolina Machado Ospina
Fecha de inicio del cargo: 03/10/2017

CC - 1036600785 Representante Legal Judicial

Jairo Hernán Carvajal Saldarriaga
Fecha de inicio del cargo: 08/03/2018

CC - 71386826 Representante Legal Judicial

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 3005572373640958

Generado el 01 de febrero de  2022 a las 08:35:24

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co

Página 5 de 13



CERTIF
IC

ADO V
ÁLID

O E
MIT

ID
O P

OR L
A S

UPERIN
TENDENCIA

 F
IN

ANCIE
RA D

E C
OLOMBIA

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Manuel Felipe Velandia Pantoja
Fecha de inicio del cargo: 08/03/2018

CC - 80871944 Representante Legal Judicial

Viviana Sirley Monsalve Cervantes
Fecha de inicio del cargo: 03/07/2018

CC - 32240120 Representante Legal Judicial

Darío Alberto Gómez Galindo
Fecha de inicio del cargo: 03/07/2018

CC - 79786323 Representante Legal Judicial

Juan Esteban Saldarriaga Tamayo
Fecha de inicio del cargo: 06/08/2018

CC - 71260831 Representante Legal Judicial

Juan Manuel Franco Iriarte
Fecha de inicio del cargo: 05/10/2018

CC - 1140847694 Representante Legal Judicial

Diana Marcela Páez Lozano
Fecha de inicio del cargo: 05/10/2018

CC - 43601262 Representante Legal Judicial

Yohanna Paola Navas Méndez
Fecha de inicio del cargo: 27/02/2019

CC - 60391528 Representante Legal Judicial

German David Fajardo Villalobos
Fecha de inicio del cargo: 31/05/2019

CC - 1075213057 Representante Legal Judicial

Juan José Arbeláez Jaramillo
Fecha de inicio del cargo: 26/08/2019

CC - 1110548380 Representante Legal Judicial

Viviana Posada Vergara
Fecha de inicio del cargo: 30/10/2019

CC - 1017201145 Representante Legal Judicial

Jennifer Andrea García Giraldo
Fecha de inicio del cargo: 30/10/2019

CC - 1037577944 Representante Legal Judicial

Laura Tatiana Lozano Vásquez
Fecha de inicio del cargo: 30/10/2019

CC - 1110560160 Representante Legal Judicial

Sergio Andrés Barón Méndez
Fecha de inicio del cargo: 30/10/2019

CC - 79954939 Representante Legal Judicial

Milton Jair Castellanos Rincón
Fecha de inicio del cargo: 30/10/2019

CC - 80492059 Representante Legal Judicial

Laura Hoyos Isaza
Fecha de inicio del cargo: 26/12/2019

CC - 1037616570 Representante Legal Judicial

Jorge Humberto Ospina Lara
Fecha de inicio del cargo: 06/08/2015

CC - 15426697 Vicepresidente Tecnología

Ricardo Mauricio Rosillo Rojas
Fecha de inicio del cargo: 07/11/2019

CC - 80417151 Vicepresidente Corporativo

Enrique Ignacio González Bacci
Fecha de inicio del cargo: 10/07/2015

CC - 8748965 Vicepresidente de Gestión de lo
Humano

Mary Luz Pérez López
Fecha de inicio del cargo: 08/10/2021

CC - 43618593 Gerente de Zona Sur

Sergio David Correa Díaz
Fecha de inicio del cargo: 10/12/2021

CC - 71775243 Gerente de Zona Occidente

Germán Monroy Alarcón
Fecha de inicio del cargo: 14/03/2019

CC - 79042821 Director Jurídico de Procesos

Andrés Puyo Mesa
Fecha de inicio del cargo: 18/01/2013

CC - 98545111 Gerente de Zona  Atlántico

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 3005572373640958

Generado el 01 de febrero de  2022 a las 08:35:24

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co

Página 6 de 13



CERTIF
IC

ADO V
ÁLID

O E
MIT

ID
O P

OR L
A S

UPERIN
TENDENCIA

 F
IN

ANCIE
RA D

E C
OLOMBIA

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Hernán Alonso Álzate Arias
Fecha de inicio del cargo: 24/11/2011

CC - 71723947 Vicepresidente de Tesorería

Diofanor Bayona Ortiz
Fecha de inicio del cargo: 06/07/2016

CC - 88143750 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Región
Centro Zona 16 Bucaramanga

Jaime Alberto Villegas Gutiérrez
Fecha de inicio del cargo: 11/11/2016

CC - 80407282 Vicepresidente de Servicios
Corporativos

Juan Carlos Salazar Acosta
Fecha de inicio del cargo: 27/03/2018

CC - 70566109 Gerente de Banca Personal y
Pyme Región Antioquia Zona 1
Centro

Iván Alberto Marín De León
Fecha de inicio del cargo: 14/08/2018

CC - 73107562 Vicepresidente Banca de
Personas y Pymes Región
Bogotá y Sabana

Liliana Galeano Muñoz
Fecha de inicio del cargo: 02/03/2017

CC - 32608444 Vicepresidente  Regional Banca
de Personas y Pymes Región
Centro

Martha Cecilia Vásquez Arango
Fecha de inicio del cargo: 14/08/2018

CC - 22579932 Vicepresidente Regional Banca
de Personas y Pymes Región
Caribe

Edgar Augusto Pinzón Triana
Fecha de inicio del cargo: 23/08/2016

CC - 93385435 Gerente de Zona Tolima Banca
de Personas y Pymes Región
Centro

Carlos Alberto Chacón Vera
Fecha de inicio del cargo: 13/06/2018

CC - 91263007 Gerente de Zona Santander
Banca Personas y Pymes

Jorge Iván Otalvaro Tobón
Fecha de inicio del cargo: 02/06/2016

CC - 98563336 Vicepresidente de Servicios para
los Clientes

María Cristina Arrastia Uribe
Fecha de inicio del cargo: 25/04/2019

CC - 42887911 Vicepresidente de Negocios

Juan Pablo Barbosa Valderrama
Fecha de inicio del cargo: 15/03/2018

CE - 79980292 Gerente de Zona Meta

David Alejandro Botero López
Fecha de inicio del cargo: 20/06/2019

CC - 71787021 Vicepresidente de Sufi

Alba Lucia Nieto Gallego
Fecha de inicio del cargo: 14/09/2017

CC - 24367646 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Bogotá y
Sabana

Juan Miguel Ruíz De Villalba Flórez
Fecha de inicio del cargo: 28/04/2016

CC - 71339001 Gerente Preferencial Antioquia
Banca de Personas y Pymes
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Gabriel Ignacio Caballero Fernandez De
Castro
Fecha de inicio del cargo: 20/12/2013

CC - 72186941 Gerente de Zona Sierra Nevada
Banca de Personas y Pymes
Región Caribe (Sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 164 del
Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2021220584-000 del día
8 de octubre de 2021, que con
documento del 24 de agosto de
2021 renunció al cargo de
Gerente de Zona Sierra Nevada
Banca de Personas y Pymes
Región Caribe y fue aceptada por
la Junta Directiva en Acta 2983
del 24 de agosto de 2021.  Lo
anterior de conformidad con los
efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Felix Ramon Cardenas Solano
Fecha de inicio del cargo: 20/12/2013

CC - 12132728 Gerente de  Zona Surcolombiana
Banca de  Personas y Pymes
Región Centro

Farith Torcorama Lizcano Reyes
Fecha de inicio del cargo: 20/12/2013

CC - 60348636 Gerente de  Zona Norte de
Santander Banca de  Personas y
Pymes Región Centro

Fernando Antero Bedoya Rivera
Fecha de inicio del cargo: 23/01/2014

CC - 98557727 Gerente de Zona Suroeste y
Chocó

Luz María Velásquez Zapata
Fecha de inicio del cargo: 25/04/2019

CC - 43543420 Vicepresidente de Personas,
Pymes y Empresas

Tatiana Paola López Cabrera
Fecha de inicio del cargo: 06/08/2019

CC - 22786900 Gerente de Zona Cartagena
Banca Personas y Pymes

Luis Mauricio Mesa Mejía
Fecha de inicio del cargo: 11/06/2015

CC - 71582142 Gerente de Zona Factoring

Maria Antonieta Restrepo Hurtado
Fecha de inicio del cargo: 13/08/2015

CC - 42888544 Gerente Zona Norte Banca
Personas y Pymes Antioquia

Santiago López Betancur
Fecha de inicio del cargo: 09/04/2021

CC - 8125238 Vicepresidente Banca de
Personas y Pymes Región
Antioquia

Juan Camilo Vélez Arango
Fecha de inicio del cargo: 29/07/2021

CC - 71788574 Vicepresidente Regional de
Personas y Pymes Región Sur

Lucas Ochoa Garcès
Fecha de inicio del cargo: 11/05/2017

CC - 71686792 Vicepresidente de Riesgos
Colombia
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María Teresa Díez Castaño
Fecha de inicio del cargo: 01/02/2017

CC - 66828920 Vicepresidente de Auditoría
Interna Colombia (Sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 164
del Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2020053116-000 del día
2 de abril de 2020, que con
documento del 25 de febrero de
2020 renunció al cargo de
Vicepresidentede Auditoría
Interna Colombia y fue aceptada
por la Junta Directiva en Acta No.
2959 del 25 de febrero de 2020.
Lo anterior de conformidad con
los efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Cipriano López González *
Fecha de inicio del cargo: 16/01/2020

CC - 71748388 Vicepresidente Corporativo de
Innovación y Transformación
Digital

Luz Adriana Ruiz Salazar
Fecha de inicio del cargo: 06/08/2019

CC - 41921868 Gerente de Zona Banca
Personas y Pymes Cauca y
Nariño

Alba Inés Arzayus Gómez
Fecha de inicio del cargo: 13/03/2020

CC - 31174889 Gerente de Zona Personas y
Pymes Valle

Roberto Matuk Bertolotto
Fecha de inicio del cargo: 07/06/2017

CC - 80420669 Gerente de Zona Banca
Personas y Pymes Región
Bogotá Gerenciamiento Pyme
Especializado 2 (Sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 164 del
Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2019167711-001 del día
4 de diciembre de 2019, que con
documento del  21 de octubre de
2019 renunció al cargo de
Gerente de Zona Banca
Personas y Pymes Región
Bogotá Gerenciamiento Pyme
Especializado 2  y fue aceptada
por la Junta Directiva en Acta
2954 del 21 de octubre de 2019.
Lo anterior de conformidad con
los efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Alfredo Sanmiguel Jiménez
Fecha de inicio del cargo: 07/06/2017

CC - 79568413 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Región
Bogotá Zona Centro
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Javier Humberto Alarcón Botero
Fecha de inicio del cargo: 14/06/2017

CC - 8734296 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Región
Bogotá Gerenciamiento
Especializado Pyme 1 (Sin
perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2019167709-001 del día 4 de
diciembre de 2019, que con
documento del  21 de octubre de
2019 renunció al cargo de
Gerente de Zona Banca
Personas y Pymes Región
Bogotá Gerenciamiento
Especializado Pyme 1  y fue
aceptada por la Junta Directiva
en Acta 2954 del 21 de octubre
de 2019.  Lo anterior de
conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional).

Maria Elvira Ayure Acevedo
Fecha de inicio del cargo: 06/03/2019

CC - 51990398 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Región
Bogotá Zona Oriente

Julián Gomez Herrera
Fecha de inicio del cargo: 31/05/2017

CC - 18592804 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Eje Cafetero
Sur

Ricardo Cantor Reyes
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2019

CC - 79560408 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Región
Bogotá Zona Norte

Eduardo Uribe Ordoñez
Fecha de inicio del cargo: 13/07/2017

CC - 19472098 Vicepresidente Inmobiliaria y
Constructor-Otras Regiones

Juan Pablo Arango Zuluaga
Fecha de inicio del cargo: 19/07/2017

CC - 10033913 Gerente de Zona Eje Cafetero
Norte

German Barbosa Diaz
Fecha de inicio del cargo: 01/08/2017

CC - 79489963 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Boyacá y
Casanare

Juan José Bonilla Londoño
Fecha de inicio del cargo: 10/08/2018

CC - 76318190 Gerente de Zona Banca de
Personas y Pymes Región
Bogotá Zona Occidente

Luis Ignacio Gomez Moncada
Fecha de inicio del cargo: 01/02/2018

CC - 98668588 Vicepresidente Banca
Inmobiliaria y Constructor

Sandra Patricia Contreras Rangel
Fecha de inicio del cargo: 15/03/2018

CC - 27633467 Gerente Nacional de Conciliación
con Clientes Empresas y
Gobierno

Jorge Eduardo Andrade Yances
Fecha de inicio del cargo: 15/03/2018

CC - 73136784 Vicepresidente Inmobiliaria y
Constructor Bogotá
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Luis Alfonso Diez Parra
Fecha de inicio del cargo: 10/05/2018

CC - 98563513 Vicepresidente Inmobiliaria y
Constructor Antioquia

Antonio Carlos Buelvas Pérez
Fecha de inicio del cargo: 13/06/2017

CC - 78753169 Gerente de -Zona Sinu y Sabana

Liliana Patricia Vasquez Uribe
Fecha de inicio del cargo: 25/04/2019

CC - 30313894 Vicepresidente de Desarrollo de
Productos y Canales

Carlos Andrés Arango Botero
Fecha de inicio del cargo: 31/05/2019

CC - 71774523 Vicepresidente de Leasing, Renta
y Uso

Carolina Moreno Moreno
Fecha de inicio del cargo: 31/05/2019

CC - 52380910 Gerente de Conciliación y
Cobranza Zona Centro

Jairo Andrés Gamboa Estévez
Fecha de inicio del cargo: 31/05/2019

CC - 91513262 Gerente de Conciliación y
Cobranza Zona Sur

Santiago Lozano Bolívar
Fecha de inicio del cargo: 04/06/2021

CC - 1037579506 Gerente de Conciliación y
Cobranza Zona Antioquia

Olga Elena Osorio Gómez
Fecha de inicio del cargo: 07/06/2019

CC - 32729094 Gerente de Conciliación y
Cobranza Zona Caribe

Alexander Gutiérrez Abdallah
Fecha de inicio del cargo: 04/06/2019

CC - 79946671 Gerente de Conciliación y
Cobranza Zona Bogotá

Jorge Alberto Arango Espinosa
Fecha de inicio del cargo: 20/06/2019

CC - 98547135 Vicepresidente de Gestión de
Inversiones

Luis Miguel Zapata Herrera
Fecha de inicio del cargo: 20/06/2019

CC - 1037579339 Vicepresidente de Ecosistemas

Jairo Andrés Sossa Romero
Fecha de inicio del cargo: 07/11/2019

CC - 79888115 Vicepresidente Comercial
Leasing Renta y Uso

María Camila Plata Pérez
Fecha de inicio del cargo: 05/12/2019

CC - 52996832 Gerente de zona Empresas
Bogotá 1

Patricia Berenice Álvarez García
Fecha de inicio del cargo: 23/12/2019

CC - 32730092 Vicepresidente de Gobierno
Salud, Educación y Servicios
Financieros

Juan Carlos Jaramillo Saldarriaga
Fecha de inicio del cargo: 23/12/2019

CC - 94460823 Vicepresidente Negocios
Empresariales

Rafael Augusto Martínez Padilla
Fecha de inicio del cargo: 23/12/2019

CC - 80758408 Gerente de Zona Bogotá, Centro
y Eje Cafetero

Sara Mejía Uribe
Fecha de inicio del cargo: 23/12/2019

CC - 1128404164 Gerente de Zona Antioquia y
Caribe

Andrés Felipe Márquez Villaquiran
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 94060266 Gerente de Zona Empresas Sur

Nicolás Celis Salazar
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 80198853 Gerente de Zona Empresas
Centro

Liliana Margarita Valle Pimentel
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 52864659 Gerente de Zona Empresas
Bogotá 3

Alejandro Villegas Calero
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 6384456 Gerente de Zona Bogotá
Gobierno y Servicios Financieros

Carlos Andrés Vélez Posada
Fecha de inicio del cargo: 09/04/2021

CC - 71748583 Gerente de Zona Antioquia 2
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Andrea Carolina Medina Brando
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 40046203 Vicepresidente Comercial Agro,
Manufactura y bienes de
consumo

Alejandro Marin Restrepo
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 71788131 Gerente de Zona Empresas
Antioquia 1

Maria Juliana Mora Sarria
Fecha de inicio del cargo: 30/12/2019

CC - 31571662 Vicepresidente Comercial
Infraestructura y Recursos
Naturales

Yesid Darío Corredor Issa
Fecha de inicio del cargo: 09/04/2021

CC - 79950139 Gerente de Zona empresas
Bogotá 2

Juan Manuel Hernandez Forst
Fecha de inicio del cargo: 16/01/2020

CC - 15349723 Vicepresidente Comercial
Grandes Corporativos

Juan Sebastian Barrientos Saldarriaga
Fecha de inicio del cargo: 31/01/2020

CC - 98663578 Director Jurídico de Negocios
Corporativos (Sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 164 del
Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2020298208-000 del día
11 de diciembre de 2020, que
con documento del 27 de octubre
de 2020 renunció al cargo de
Director Jurídico de Negocios
Corporativos y fue aceptada por
la Junta Directiva en Acta 2971
del 27 de octubre de 2020.  Lo
anterior de conformidad con los
efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Gustavo Adolfo Duque Mejía
Fecha de inicio del cargo: 02/04/2020

CC - 94446269 Vicepresidente Control
Financiero

José Mauricio Rodríguez Rios
Fecha de inicio del cargo: 24/09/2020

CC - 71729108 Vicepresidente Corporativo de
Auditoría

Carlos Andrés Aldana Gantiva
Fecha de inicio del cargo: 03/06/2021

CC - 80095314 Director Jurídico de Finanzas y
Mercado de Capitales

Maria Adelaida Restrepo Velez
Fecha de inicio del cargo: 22/07/2021

CC - 43873630 Directora Jurídica de Innovación
y Alianzas

Diego Fernando Mejía Sierra
Fecha de inicio del cargo: 08/10/2021

CC - 98665404 Gerente de Zona Suroriente y
Magdalena Medio

Diego Andrés Ramirez Navarrete
Fecha de inicio del cargo: 08/10/2021

CC - 80540293 Gerente de Zona Suroccidente
Bogotá y Sabana

Luis Alberto Guerrero Villacorte
Fecha de inicio del cargo: 08/10/2021

CC - 94301348 Gerente de Zona Cali 1

María Clara Ramírez Tobón
Fecha de inicio del cargo: 08/10/2021

CC - 39786843 Gerente de Zona Preferencial
Bogotá

Edgar Giovanni Niño Gomez
Fecha de inicio del cargo: 02/12/2021

CC - 79685065 Gerente de Zona Industrial
Bogotá y Sabana
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Carlos Andrés Vivas Jiménez
Fecha de inicio del cargo: 02/12/2021

CC - 94446140 Gerente de Zona Cali 2

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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28/3/22, 15:36 Correo: Sandra Milena Cepeda Montiel - Outlook

https://outlook.office.com/mail/AAMkAGE3NjIxMjViLWU3NzctNGM1Yy05MGY3LWE0M2U5NmFiNDY3NAAuAAAAAABotWlyIq0fRZTVngGlV7oxAQA… 1/1

MEMORIAL DR. ZAMUDIO MORA RV: Sustentación recurso de apelación RAD:
11001319900320180283602
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 28/03/2022 10:57
Para: GRUPO CIVIL <grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
MEMORIAL DR. ZAMUDIO MORA  

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Andrés Cadena Casas (Esguerra Asesores) <acadena@esguerra.com> 
Enviado: lunes, 28 de marzo de 2022 10:52 a. m. 
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; ciao.agudeloyasociados <ciao.agudeloyasociados@gmail.com>;
german.gamarra <german.gamarra@vivasuribe.com> 
Cc: Lorena Salinas (Esguerra Asesores) <lsalinas@esguerra.com>; Ramón Romero (Esguerra Asesores)
<rromero@esguerra.com> 
Asunto: RV: Sustentación recurso de apelación RAD: 11001319900320180283602
 
 
Buenos días
 
De manera atenta me permito presentar el documento mediante el cual Acción Sociedad Fiduciaria sustenta el
recurso de apelación presentado en oportunidad dentro del proceso que cursa bajo radicado
11001319900320180283602.
 
Gracias
 
Andrés Felipe Cadena
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Honorable Magistrado 

MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ  
SALA CIVIL 
E.  S.  D. 
 

Referencia: Acción de Protección al Consumidor Financiero de PASOS 
SHOES & CIA S.A.S. en contra de ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A. (Llamado en garantía: SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A.). 

Radicado: 11001319900320180283602 
Asunto: Sustentación del recurso de apelación. 

 

ANDRÉS FELIPE CADENA CASAS, ciudadano colombiano, identificado como aparece al 

pie de mi firma, obrando en mi calidad de apoderado especial de ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A. (en adelante, “Acción” o “mi representada”) en el proceso de la 

referencia, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020 en 
consonancia con el artículo 322 y siguientes del Código General del Proceso, 

respetuosamente me permito SUSTENTAR EL RECURSO DE APELACIÓN en contra de 
la sentencia de primera instancia que fue proferida por la DELEGATURA PARA 
FUNCIONES JURISDICCIONALES DE LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE 
COLOMBIA (en adelante, la “Delegatura”) el 17 de noviembre de 2021 y notificada el 
18 de noviembre de 2021. 

 
ACLARACIÓN PRELIMINAR: ESTRUCTURA DEL ESCRITO 

 
En el presente escrito de sustentación se explicarán en detalle los yerros en los que 

incurrió la Delegatura al proferir la sentencia de primera instancia, de tal forma que 
este Tribunal cuente con los elementos de juicio necesarios para revertir las decisiones 
que allí se adoptaron y, por esa vía, denegar las pretensiones que fueron formuladas en 

contra de mi representada. Para tales efectos, este escrito se desarrollará en el siguiente 
orden metodológico: 

 

1. En primer lugar, se hará un breve resumen de los hechos, antecedentes y 

relaciones negociales que motivaron este proceso. Lo anterior, con el propósito 
de que el Tribunal pueda analizar los argumentos de este recurso a la luz de las      
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particularidades del caso, sin caer en los errores e imprecisiones que cometió la 

Delegatura al realizar un estudio general con base en documentos y hechos que 
corresponden a otros procesos judiciales similares que Acción ha venido 

atendiendo de forma paralela ante ella y que no tienen cabida en el que nos 
ocupa. 

 

2. En segundo lugar, se hará referencia a la incongruencia en la que incurrió la 

Delegatura entre la motivación y la decisión que finalmente se tomó en la 
sentencia de primera instancia. Este yerro básicamente obedece a que la 
Delegatura realizó un estudio por fuera de la órbita contractual que demarcaba       

la relación entre PASOS SHOES & CIA S.A.S.  (en adelante, la “Demandante”) y 
Acción, y utilizó un análisis abiertamente distante al objeto del  proceso que, en 

ultimas, derivó en una sentencia que no corresponde a la realidad procesal y que 
desconocen su objeto mismo (esto es, realizar y fallar un juicio de 
responsabilidad civil propio de la acción de protección al consumidor financiero 

y no, como se terminó haciendo, adelantar una actuación administrativa 
sancionatoria).  

 

3. Posteriormente, se señalarán y analizarán los presupuestos estructurales de 

responsabilidad civil contractual que establece el artículo 1604 del Código Civil 
de cara al caso que nos ocupa, para demostrar que los mismos no fueron 

acreditados suficientemente dentro del presente proceso y que, por lo tanto, no 
se ha debido   fallar en contra de mi representada.  

 
Al respecto, no debe pasarse por alto que este proceso se enmarca en el 

presupuesto estructural de “culpa probada”. Por consiguiente, si no son 
acreditados suficientemente todos los elementos constitutivos de 
responsabilidad civil contractual —como en efecto aconteció—, no es posible 

decidir ni reafirmar un fallo en contra de Acción. La Delegatura parece haber 
olvidado este presupuesto por completo. 

 

4. Enseguida, se hará referencia a la sentencia de segunda instancia que profirió la            

Sala Civil del Tribunal Superior de Cali en el proceso de referencia 2018-00083.  
Dicha providencia se emitió con ocasión de un proceso judicial que promovió 

otro inversionista del proyecto Marcas Mall en contra de mi representada por 
unos hechos y pretensiones prácticamente iguales a los que motivaron el 
proceso de la referencia. En nuestro respetuoso criterio, ese fallo en segunda 
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instancia resulta   fundamental para que este Tribunal pueda decidir el recurso 

de apelación que nos ocupa, pues allí se decantaron los argumentos que 
permiten exhibir y rebatir por completo los errores en los que incurrió la 

Delegatura. 
 

5. Finalmente, se hará énfasis en los yerros en los que incurrió la Delegatura al 
analizar y decidir el llamamiento en garantía que promovió mi representada en 
contra de SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. (en adelante, la “Llamada en 
Garantía”). Lo anterior, de tal forma que, ante una eventual providencia que 
reafirme lo decidido en la sentencia de primera instancia o cualquier otra 

condena en contra de mi representada, la Llamada en Garantía asuma el pago 
íntegro de la correspondiente condena.  

 
Frente a esto, de entrada, debemos decir que resultó sorprendente la forma en 

la que la Delegatura analizó y desechó el llamamiento en garantía, aplicando 
para el efecto un racero y una carga excesiva a mi representada, olvidando todos 
los planteamientos que aplicó justamente para analizar y decidir las 

pretensiones de la demanda principal en contra de Acción. Olvidó la Delegatura 
que, frente a la póliza de seguros con base en la cual mi representada presentó 

el llamamiento en garantía, ella es un consumidor financiero —condición que, 
por lo demás, no se pierde por el hecho de que ella sea una sociedad fiduciaria—
, al cual le son aplicables todos los razonamientos, principios y derechos que 
consagra el régimen legal vigente en punto a la protección y salvaguarda de los 
consumidores financieros en Colombia. No puede ser que esos razonamientos, 

principios y derechos sí hayan sido tenidos en cuenta para decidir la demanda 
principal, pero no para el análisis del llamamiento en garantía.  

 

I. BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS Y RELACIONES NEGOCIALES QUE 
MOTIVARON ESTE PROCESO 

 
Documentos contractuales para el desarrollo del proyecto: 
 

1. Contrato Inicial 

Fecha: 17 de diciembre de 2013 

Promotor: Urbo Colombia S.A.S. 
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Objeto: administración de recursos para desarrollo del proyecto marcas mall. Encargo 
de Preventas Simple. 

Proyecto: 340 unidades, 139 oficinas y 1800 parqueaderos  

Condiciones para punto de equilibrio: el promotor debe demostrar cumplimiento a la 
Fiduciaria- fecha 20 de mayo de 2015 prorrogable unilateralmente por el promotor por 
1 año más, es decir hasta 20 de mayo de 2016. 

 

2. Cesión 

Fecha: 20 de enero de 2014. 

Urbo le cede a Promotora Marcas Mall el 100% de los derechos fiduciarios y de 
beneficio. (las dos sociedades tienen el mismo representante legal Fernando 
Amorocho) 

La fiduciaria firma en señal de aceptación.  

 

3. Vinculación:  

Encargos de vinculación para administración de recursos y, en algunos casos, promesas 
de compraventa entre el inversionista y Promotora Marcas Mall. 

 

Los Encargos de vinculación para administración de recursos eran suscritos por mi 
representada y, en algunos casos, se celebraban promesas de compraventa entre el 

inversionista y Promotora Marcas Mall. A raíz de la firma del Encargo y dependiendo de  
cada caso particular, se firmaron los siguientes Otrosí: 

 
Otrosí 1 
Fecha: 2 de marzo de 2014  

Modifica: 
Objeto: administrar recursos de los inversionistas para desarrollo del proyecto, 

una vez acreditadas las condiciones de punto de equilibrio, recibir recursos 
provenientes de unidades arrendadas por el fideicomiso a terceros. 

Proyecto: 340 unidades aproximadamente, 139 oficinas, 1800 parqueaderos. 
Incluye parágrafo 5 a la cláusula tercera: las condiciones de transferencia de los 
recursos aplicaran únicamente sobre los recursos transferidos por 
inversionistas de unidades. 
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Otrosí 2 
Fecha: 21 de mayo de 2014  

Modifica: 
Clausula tercera: se eliminó el numeral 4 de las condiciones para la entrega de 
recursos que decía: haber celebrado promesas iguales al 52% del total de las 

ventas estimadas. A través de este otrosí se agregó la expresión “si es el caso”, en las condiciones 

1,2.,3, y 4. 
 
Otrosí 3 
Fecha: 28 de octubre 2014 
Está relacionado en el acta de verificación de cumplimiento de requisitos  

encargo fiduciario de preventas promotor MR- 799 Marcas Mall. 
Modifica: 

Cláusula tercera condiciones para la transferencia de los recursos, eliminando el 
numeral sexto que establecía: que los encargos fiduciarios de los inversionistas 
cuenten en suma con saldos equivalentes al 15% del valor de las unidades 

comprometidas en compraventa por los inversionistas. 
Fecha para cumplimiento: 15 de diciembre de 2014 prorrogable 

unilateralmente por el promotor por 6 meses más, es decir 15 de junio de 2015. 
 

Otrosí 4 Fecha: 24 de diciembre de 2014 

Objeto: Expedir certificados de garantía para garantizar obligaciones del 
fideicomitente o de terceros, títulos valores, fuentes de pago. 

Se incluye clausulado de reglamentación de ejecución de la garantía. 
Se modifica las condiciones de inicio del proyecto. El término para acreditar 
condiciones es hasta el 15 de diciembre de 2014 prorrogable unilateralmente 

por el promotor por un término de seis meses más, es decir hasta el 15 de junio 
de 2015. 

 

4. Acta de verificación de cumplimiento de requisitos encargo fiduciario de 
preventas Promotor MR- 799 Marcas Mall 

Fecha documento: 04 de noviembre de 2014 

El acta indica que se procedió a verificar la documentación aportada por el promotor 
para la etapa piso 1 y piso 2: 
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- No se requiere permiso de ventas por ser comercial 

- Resolución 76001-2-14-021 del 4 de noviembre de 2014-licencia de 
construcción. Titulares: Jorge Ernesto Contreras Mayorga y Laboratorios 

Baxter 
- Carta de promotora marcas mall, certificando que no necesita crédito 

constructor, porque será construido directamente con recursos de la venta de 
las unidades, suscrita por revisor fiscal. 

- Se constituyeron 91 encargos por la suma de $92.336.645.306 
- La promotora marcas mall suministro el presupuesto y flujo de caja del 

proyecto aprobados por el interventor y el promotor 
- La promotora marcas mall suministro certificado de tradición del folio 370-

695292 correspondiente al lote Baxter, debidamente registrado a favor del FA- 

2351 Marcas Mall 

Como consecuencia de lo anterior, en la mencionada acta se estableció:  

 

“Se concluye que se cumplieron con las condiciones establecidas en el contrato, por 
lo tanto, la FIDUCIARIA procederá a poner a disposición de dicho fideicomiso los 
recursos recaudados en la preventa según las instrucciones definidas” 

 

Suscriben Promotora Marcas Mall Cali S.A.S. (Fernando Amorocho) y Acción Sociedad 
Fiduciaria S.A. (Alvaro Salazar). 

 
Breve explicación de los hechos que motivaron este proceso: 
 
Tal y como se desprende de las etapas y documentos contractuales identificados en lo 
numerales anteriores, en síntesis, el proyecto se desarrollaría de la siguiente manera: 

las personas interesadas en invertir en ese proyecto celebrarían encargos fiduciarios 
con Acción (preventas) y, una vez cumplidas las condiciones previstas para el efecto —
esto es, el “punto de equilibrio”— mi representada transferiría los recursos económicos 
de los encargos  fiduciarios al fideicomiso FA-2351, para que MARCAS MALL CALI—en 
calidad de Promotor— se encargara de llevar a cabo la construcción del proyecto. 

 
Con el propósito de que se lograra la comercialización del proyecto Marcas Mall, 
MARCAS MALL CALI —en calidad de Promotor— asumió labores de promoción y 
comercialización directa con los potenciales inversionistas. Así, en gran medida, el 



7 

 

  

Promotor fue el encargado de mantener los contactos directos con los inversionistas, 

absolver sus dudas, bríndales información del proyecto, y establecer con ellos los 
términos en los que se vincularían al proyecto y a los respectivos vínculos negociales. 

Esta situación fue suficientemente desarrollada y reconocida por la parte demandante 
en el interrogatorio de parte. 
 

Adicionalmente, teniendo en cuenta la experiencia profesional de MARCAS MALL 
CALI—en calidad de Promotor—, conforme a la normatividad legal aplicable para ese 

momento —tal y como se explicará en detalle en este escrito—, esta sociedad y mi 
representada acordaron que MARCAS MALL CALI sería la encargada de evaluar y definir el momento en el que se cumpliría el “punto de equilibrio”, para que enseguida 

Acción transfiriera los recursos de los encargos fiduciarios individuales de los 
inversionistas al fideicomiso FA-2351. Hay que decirlo con total contundencia desde 

ahora: la fijación del “punto de equilibrio” y de las condiciones respectivas fue un asunto 
que asumió contractualmente el Promotor, frente a lo cual mi representada sólo 

debía transferir los recursos cuando el Promotor confirmara el   cumplimiento de los 
respectivos requisitos técnicos —situación que, tal y como se explicará en detalle más 
adelante, era por completo concordante con el ordenamiento jurídico vigente—. 

 
Hasta el año 2015, el señor German Puerto Castañeda, en su calidad de interventor,  

suministró el presupuesto y flujo de caja del proyecto previa revisión del promotor         del 
proyecto. Con el aval presupuestal del interventor, el proyecto contaba con los recursos 
necesarios para su construcción, pues la transferencia de recursos se había dado por el 

cumplimiento de los requisitos dándole de esta manera viabilidad financiera al 
proyecto MARCAS MALL CALI. 

 
El 16 de octubre de 2016, MARCAS MALL CALI —en calidad de Promotor del proyecto 
Marcas Mall— cedió el 70.4% su posición contractual de Fideicomitente dentro de 

Fideicomiso FA 2351 Marcas Mall a la sociedad URBANIZAR. Esta cesión se dio con el 
fin de robustecer la experiencia en este tipo de proyectos, en tal sentido, la llegada de 

un promotor con más experiencia era garantía para el éxito del proyecto. 
 

ENCARGOS FIDUCIARIOS 
 
En línea con la estructura de negocio antes descrita, el día 14 de marzo de 2014 se 

suscribió el Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199, entre el 
Demandante y mi representada, con el ánimo de que se vincularan como inversionistas 
del proyecto Marcas Mall. En dicho contrato, Acción asumió la obligación de actuar 
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única y exclusivamente como administradora del encargo fiduciario y, por esa vía, 

transferir los recursos económicos que lo componían al fideicomiso FA-2351 Marcas 
Mall cuando el Promotor acreditara, informara e instruyera el cumplimiento de las 

condiciones técnicas previstas para el efecto —esto es, el “punto de equilibrio”—. 
 
En el Contrato de Encargo Fiduciario individual inicial se dispuso que el plazo que tenía 

el Fideicomitente Promotor para acreditar el cumplimiento de las condiciones para la 
transferencia de recursos vencía el día 15 de diciembre de 2014, término que podría 

prorrogarse por seis meses más, es decir, hasta el día 14 de junio de 2015. 

No obstante lo anterior, los demandantes transfirieron los recursos cuando el punto de 

equilibrio ya se había declarado, razón por la cual, el dinero aportado por el 
inversionista se transfirió al Promotor. Este hecho es transversal para el análisis y 

decisión del presente caso, pues es evidente que todo lo que aconteció con respecto a la 
determinación del punto de equilibrio es completamente irrelevante de cara a las 
pretensiones de la Parte Demandante, pues su vinculación, vale decirlo de nuevo, 

ocurrió tiempo después.  

 
ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 

A su turno, y de conformidad con los hechos antes anotados, el demandante interpuso 
la acción de protección al consumidor financiero que sustenta el proceso de la 

referencia. Tal y como se desprende de la demanda correspondiente, para la parte 
Demandante mi representada “incumplió gravemente” y de “manera descuidada” las 

condiciones establecidas en el Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 
1100010199. 
 
Por alguna razón que aún no se ha podido establecer, los demandantes decidieron 
encaminar su acción únicamente en contra de Acción, a pesar de que —como se 

explicó arriba— el negocio fiduciario y el proyecto Marcas Mall implicaba una serie  de 
obligaciones para MARCAS MALL CALI y URBANIZAR —en sus calidades de Promotores 
del proyecto, según lo que se enunció—; de tal suerte que gran    parte de los reparos de 

la Demandante se relacionan con las obligaciones contractuales que asumió 
URBANIZAR y la promotora MARCAS MALL CALI. 

 
El demandante fue enfático en su demanda en manifestar que Acción incumplió el 
Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199, restringiendo sus 
argumentos a unas inconsistencias que alegan observar entre una serie de documentos 
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y uno denominado “Acta de Verificación de Cumplimiento de Requisitos Encargo 

Fiduciario de Preventas Promotor MR-799 MARCAS MALL”. 
 

En línea con lo que se anunció antes, teniendo en cuenta que en febrero del año 2014 
se suscribió el Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199 entre el 
Demandante y mi representada, es importante en este punto poner de presente a este 

Tribunal que los requisitos y el punto de equilibrio habían sido acreditados por el 
promotor del proyecto (MARCAS MALL CALI) con anterioridad, tal y como le 

correspondía conforme a las obligaciones contractuales que ella asumió. En ese sentido, 
el planteamiento del cual partió la demanda y, por contera, la sentencia de primera 
instancia es equivocado:  

 

- En primer lugar, al momento de firmar el Contrato de Encargo Fiduciario 
Individual No. 1100010199, el Demandante tenía pleno conocimiento de las 
condiciones y de los requisitos para la transferencia de recursos, pues el 

contrato que firmaron contenía toda la información y en el interrogatorio de 
parte los aquí demandantes reconocieron que habían leído y entendido el 

clausulado del mentado contrato (derivado 02). De igual manera, en el 
interrogatorio rendido por la representante legal de Acción y por la documental 

obrante a derivado 00 (acta de verificación) aportada por la parte Demandante, 
se dio cuenta de la acreditación de la totalidad de los requisitos de conformidad 
con los soportes presentados por el Promotor del Proyecto.  

 
- En segundo lugar, quienes fungen en el presente proceso como Demandantes, 

gozaban y aún hoy gozan de las calidades y cualidades que las acreditan como 
personas expertas en este tipo de negocios. Por lo tanto, para el momento en el 
que se suscribieron los documentos contractuales, los Demandantes eran 

plenamente conscientes de lo que estaba aconteciendo, de las obligaciones y 
roles que asumían las partes del negocio, y de las cargas que a ellas mismas les 

correspondían. Por ende, es contradictorio la forma en la que se analizó su 
participación en la sentencia de primera instancia, partiendo de una premisa 
errada. Por sus calidades, los demandantes estaban obligados a      comportarse 

como tal y con la posibilidad de exigirle con mayor rigurosidad las conductas 
propias de un experto al firmar estos negocios fiduciarios. Esta situación está 

suficientemente probada con la declaración rendida por los demandantes, 
quienes afirmaron que han firmado varios contratos de esta estirpe 

(interrogatorio de parte – audiencia inicial). 
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Además, debe recordarse que, en el transcurrir del proceso, quedó claro también que 

los Demandantes no entregaron la totalidad de los recursos que se acordaron:  
 

El Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199 fue suscrito por PASOS 
SHOES & CIA S.A.S., como INVERSIONISTAS del Proyecto denominado MARCAS MALL, 
PROMOTORA MARCAS MALL CALI S.A.S., en calidad de FIDEICOMITENTE PROMOTOR 

y CONSTRUCTOR RESPONSABLE del PROYECTO, y ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA 
S.A., en calidad  administradora del MR-799 MARCAS MALL, calidad reconocida por 

el DEMANDANTE, ya que en la Cláusula Décima del mencionado contrato, se dispone 
que la FIDUCIARIA actúa única y exclusivamente como administradora fiduciaria del 
encargo fiduciario. 
 
En cuanto a los recursos efectivamente entregados, los demandante antes identificados 

no entregaron la totalidad de recursos porque, si bien en el Contrato de Encargo 
Fiduciario Individual No. 1100010199 se consignaron SEISCIENTOS DOCE MILLONES 

QUINIENTOS MIL PESOS M/CTE. ($612.500.000 M/CTE) respectivamente, NO es cierto que 
en el plan de pagos acordado se haya estipulado cancelar el excedente al momento de 
la escrituración, lo que deja en evidencia su incumplimiento contractual al no haber 

pagado la totalidad de lo pactado.  
 
Por lo anterior, quien realmente incumplió los vínculos contractuales y sus obligaciones 
respectivas fueron los aquí Demandantes, pues se sustrajeron del pago que le 
correspondía sin fundamento contractual para hacerlo, generando así una afectación 

de la cartera del proyecto, que desencadenó una imposibilidad para poder completar el 
mismo. Debe decirse con total claridad: esa decisión unilateral de la parte Demandante —y, por lo demás, la de todos los inversionistas adicionales del proyecto Marcas Mall 
en esa misma línea— fue lo que realmente generó la suspensión de su desarrollo. Como 
se explicará más adelante en detalle, la Delegatura se limitó simplemente a identificar 

fallas en el actuar de mi representada para, por ese solo hecho, condenarla, sin 
realmente entrar a agotar los elementos que debía dentro del proceso de 
responsabilidad civil contractual.  
 
En suma, el Demandante conocía y entendía la realidad del negocio fiduciario y el 
proyecto inmobiliario —en su estado real y actual para ese entonces— al momento de 
firmar el Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199. Además, contaba 

con todas las herramientas para firmar el contrato; más aún, teniendo el grado de 
experiencia en este tipo de negocios, por lo que ello ha debido ser considerado en la 
sentencia de primera instancia. 
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Actuación administrativa adelantada por la Superintendencia Financiera de 
Colombia  
 
Con ocasión de los hechos antes anunciados y lo acontecido en el Proyecto Marcas Mall —entre otros—, la DELEGATURA PARA FIDUCIARIAS        DE LA SUPERINTENDENCIA 
FINANCIERA inició un proceso administrativo sancionatorio en contra de mi 
representada. Para el efecto, dicha Delegatura le presentó a un Pliego de Cargos con la 

referencia 2018127962-000-000. 
 
En razón a ese proceso administrativo sancionatorio, se expidió en primera instancia la 

Resolución No. 1520 del 2019 y, tiempo después, la Resolución 1102 del 2020 en 
segunda instancia por el SUPERINTENDENTE FINANCIERO. 

 

II. LOS YERROS QUE COMETIÓ LA DELEGATURA EN PUNTO DE LA 
CONGRUENCIA Y MOTIVACIÓN DEL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

 
Con base en el contexto y antecedentes antes expuestos, conviene hacer una especial 
mención sobre los yerros que se cometieron en la sentencia en punto de su congruencia 

y motivación. 
 
En síntesis, la decisión de la Delegatura es errada porque, más que responder a un juicio 

de responsabilidad civil contractual —tal y como le correspondía—, en realidad ella se 
configura como el resultado de un juicio administrativo sancionatorio propio de la 

Superintendencia Financiera —en su condición de autoridad estatal a cargo de la 
supervisión de las entidades financieras que operan en Colombia—. 
 

Tal y como se desprende del fallo, el análisis de la Delegatura se circunscribió a estudiar              
y establecer las presuntas falencias en las que incurrió mi representada, como sociedad 

fiduciaria, en el desarrollo de (i) el encargo fiduciario MR-799, (ii) el contrato de fiducia 
de administración FA-2351, y (iii) el Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 
1100010199 que se suscribió con el Demandante; dejando de lado el real propósito que 

le correspondía: analizar y definir si en el presente caso, con base en los hechos y 
pretensiones que formuló la parte Demandante, se configuraban los elementos 

constitutivos de la responsabilidad civil contractual y, en caso afirmativo, si era 
procedente una sanción a cargo de Acción. 
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Sumado a lo anterior, en términos generales —y más allá de ser completamente 

improcedente—, en su razonamiento, la Delegatura planteó una serie de 
consideraciones que son equivocadas y contrarias al marco normativo vigente. De 

manera empecinada y sin razón alguna, la Delegatura decidió aplicar unas normas 
jurídicas que no correspondían y realizar una serie de interpretaciones contrarias a 
derecho, con la única intención de concluir fallas en la conducta de mi representada. En 

este ejercicio, incluso la Delegatura terminó desconociendo actuaciones y conclusiones 
que la propia SUPERINTENDENCIA FINANCIERA había decantado en el proceso 

administrativo sancionatorio antes referenciado que adelantó en contra de mi 
representada por lo que aconteció en la sucursal de Cali y el proyecto Marcas Mall. 
 

Con el propósito de poner de presente todo lo antes dicho, a continuación se explicarán 
de forma detallada los yerros e imprecisiones que al respecto cometió la Delegatura en 

su sentencia de primera instancia: 
 

Por una parte, de manera completamente desconcertante, la Delegatura abiertamente 
reconoció que su labor se encaminaría únicamente a determinar si mi representada 
había cometido algún tipo de falla a la luz de sus deberes legales y contractuales, sin 

entrar a establecer si el supuesto daño de la parte Demandante era atribuible a otro 
sujeto jurídico. Así, desde esa lógica, de plano,  la Delegatura desechó la excepción de 

falta de legitimación por pasiva que formuló Acción y, mucho más grave, la misión que 
le correspondía como juez al decidir la acción de protección al consumidor financiero. 
 

Con esto, la Delegatura cercenó uno de los pilares fundamentales de la defensa que mi 
representada había estructurado a partir de una premisa estructural: si es cierto que el 

Demandante sufrió un daño en virtud de los hechos que motivaron este proceso, el 
mismo habría sido el resultado de un comportamiento antijurídico de PROMOTORA 
MARCAS MALL CALI y URBANIZAR, en su condición de Promotores del Proyecto Marcas 

Mall. 
 

Frente a este punto, de entrada, debe decirse que —muy en línea con lo que se planteó 
en el acápite anterior— la única razón por la que la Delegatura decidió agotar este 

medio exceptivo de plano estuvo en defender neciamente una competencia que no le 
correspondía para conocer y decidir este proceso. Tal y como se desprende de sus 
competencias legales —artículos 24 del CGP y la Ley 1328 de 2009—, la Delegatura no 

puede decidir procesos en donde la parte pasiva no sea una entidad financiera. Es por 
tal motivo que ella en este proceso —como en todos los demás que ha conocido y 
decidido sobre el mismo asunto— se negó tozudamente a vincular a PROMOTORA 
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MARCAS MALL y URBANIZAR, pese a lo solicitado por mi representada, a sabiendas que 

ello solo implicaría la pérdida automática de sus competencias para decidir. 
 

Al respecto, el artículo 90 del CGP establece que: 
 

“ARTÍCULO 90. ADMISIÓN, INADMISIÓN Y RECHAZO DE LA DEMANDA. El juez 
admitirá la demanda que reúna los requisitos de ley, y le dará el trámite que 
legalmente le corresponda aunque el demandante haya indicado una vía procesal 
inadecuada. En la misma providencia el juez deberá integrar el litisconsorcio 
necesario y ordenarle al demandado que aporte, durante el traslado de la 
demanda, los documentos que estén en su poder y que hayan sido solicitados por el 
demandante.” 

 

Así las cosas, el Demandante ha debido vincular y promover su demanda también en 
contra de PROMOTORA MARCAS MALL y URBANIZAR, ya que ellos hacían parte del 
contrato de encargo fiduciario MR-799 y del Fideicomiso FA-2351 —que son 

justamente los que la Delegatura utilizó como sustento para condenar a mi 
representada—. Pese a dicho error, la Delegatura decidió negar la excepción propuesta 

por mi representada y avalar la configuración del contradictorio en desmedro de los 
deberes que contempla el artículo 132 del CGP. 

 
Lo realmente desconcertante de esto es que incluso, en su sentencia, la propia 
Delegatura reconoció que dicho contrato de encargo fiduciario se encontraba coligado 

con el contrato de fiducia de administración FA-2351 y el Contrato de Encargo 
Fiduciario Individual No. 1100010199; por lo que entonces no se entiende cómo ella 

podida decidir sobre un supuesto incumplimiento de los mismos sin que todas las 
partes de esos contratos hubieran participado en este proceso. 
 

Al respecto, en un caso en el que se están ventilando hechos y pretensiones similares a 
las que nos ocupan, la honorable Sala Civil del Tribunal Superior de Cali decretó la 

NULIDAD de lo actuado con base en los siguientes argumentos: 
 

“Dicho con otras palabras, la naturaleza de la relación sustancial debatida imponía 

integrar el contradictorio con el referido promotor - PROMOTORA MARCAS MALL 

CALI S.A.S., como parte que fue del negocio jurídico, quien tenía a su cargo varias 
obligaciones y quien evidentemente resultara afectado con el fallo si se declara la 
resolución del plurimencionado contrato, por lo que, sin su presencia en el proceso no 
era -ni es- posible resolver de mérito sobre las pretensiones formuladas.  
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En efecto, según reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, “si a la 
formación de un acto o contrato concurren dos o más sujetos de derecho, la resolución, la 
disolución, la nulidad, la simulación, o, en general, cualquier alteración o modificación del 
mismo no podría decretarse eficazmente en un proceso sin que todos esos sujetos hubieran 
sido convocados a éste.” (C.S.J. Cas. Civil. de 8 de mayo de 1992.) (resalta la Sala)”1 

 

Como se indicó arriba, la naturaleza del proceso de la referencia no es la de una   
actuación administrativa sancionatoria, que deba tramitarse exclusivamente en contra 

de Acción. Todo lo contrario, este proceso está concedido para que se establezca si se 
configura una responsabilidad civil contractual con base en los hechos que planteó la 
parte Demandante y, por lo tanto, ello sólo puede definirse si se   analizan las respectivas 

obligaciones contractuales a la luz de los comportamientos que hubieren desplegado 
todos los sujetos que hacen parte de los vínculos correspondientes objeto de análisis. 

 
Como dicha integración no sucedió, en nuestro respetuoso criterio, este Tribunal   debe 
entonces reversar la decisión de primera instancia, de tal forma que tenga  lugar un 

proceso en el que participen todas las partes que deben comparecer 
impajaritablemente para que se pueda dictaminar si existe una responsabilidad  civil 

contractual y, en caso afirmativo, los respectivos responsables. 
 

En segundo lugar, sobre este punto, conviene mencionar lo siguiente: si bien es cierto 
que la Delegatura cuenta con facultades para fallar ultra y extra petita en casos 
excepcionales, eso no le permite acceder a pretensiones con base en hechos que no son 

objeto de discusión en los procesos respectivos y en los que no se centró la actividad 
probatoria. 

 
En efecto, el artículo 58 de la ley 1480 de 2011, en su numeral 9, dice lo siguiente: 
 

“9. Al adoptar la decisión definitiva, el Juez de conocimiento o la Superintendencia 
de Industria y Comercio resolverá sobre las pretensiones de la forma que considere 
más justa para las partes según lo probado en el proceso, con plenas facultades 
para fallar infra, extra y ultrapetita, y emitirá las órdenes a que haya lugar con 
indicación de la forma y términos en que se deberán cumplir.” 

 
De lo anterior se evidencia que la ley le ha otorgado a la Delegatura facultades expresas 

para fallar infra, extra o ultra petita en casos excepcionales; sin embargo, ella siempre 

 
1 Auto, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Sala de Decisión Singular, Santiago de Cali, 
primero de junio de dos mil veintiuno. Exp. No. 007-2018-00187-01 
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se debe circunscribir a los hechos que resulten probados en los procesos. En ese sentido, 

es necesario resaltar la posición de la Corte Suprema de Justicia sobre la mencionada 
facultad: 

 
“Así, la facultad extra petita – por fuera de lo pedido- requiere rigurosamente que 
los hechos que originan la decisión (i) hayan sido discutidos en el proceso, y (ii) 
que estén debidamente acreditados, a fin de no quebrantar frontalmente los 
derechos constitucionales al debido proceso con violación de los derechos de 
defensa y contradicción de la llamada a juicio”2 

 

De esta forma, se colige fácilmente que, aun cuando la Delegatura pretenda fallar   por 
fuera o por más de lo pedido, tiene que circunscribirse estrictamente a los hechos 

alegados y probados dentro del proceso, que hayan dado lugar a las pretensiones de la 
demanda. En este punto, es preciso recordar lo dicho por la Corte Suprema de Justicia 
sobre el deber de los jueces de ceñirse al principio de congruencia en sus fallos: 

 
“Es que si la sentencia que dicta el juez debe estar en consonancia con los hechos 

y las pretensiones aducidos en la demanda, así como en las demás 
oportunidades previstas procesalmente, debe observar igualmente las excepciones 
que aparezcan probadas, las cuales puede declarar de oficio, salvo que se necesite 
alegación expresa del medio exceptivo por la parte interesada. (…) Estas 
previsiones para el juez surgen del principio de congruencia que tiene 
consagración normativa en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil.” 
 
“Es decir el funcionario judicial está sometido al marco jurídico procesal que 

le fijen las partes y al que le permite la legislación procesal en eventos 
taxativamente determinados pero que contienen algunas excepciones.” 
 
“Dicho principio es consustancial a la naturaleza del derecho procesal, pues 
respeta estrictamente el axioma de contradicción y el de defensa. Permitir al Juez 
decidir arbitraria o caprichosamente significaría darle una potestad de la que 
fácilmente puede abusar y que conllevaría fatalmente a una injusticia que va en 
contravía de la función que por esencia debe cumplir, cual es la de administrar 
justicia.” 3 (Se subraya) 

 
2 Corte Suprema de Justicia de Colombia, Sala de Casación Laboral. Sentencia del 4 de julio de 2018. 

Radicado No. 69550. MP: Clara Cecilia Dueñas Quevedo 

3 Corte Suprema de Justicia de Colombia, Sala de Casación Laboral. Sentencia de13 de noviembre de 2013, 

Radicado No. 45250. MP: Elsy del Pilar Cuello Calderón 
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No obstante lo anterior, en el caso que nos ocupa, la Delegatura falló de una manera que 
no está contemplada ni permitida por la ley y que incluso contraría   el ordenamiento: 

accedió a las pretensiones del demandante con fundamento en hechos que no fueron 
alegados en el escrito inicial y sobre los cuales no versó la actividad probatoria de 
ninguna de las partes. Incluso, la Delegatura accedió a las pretensiones cuando en el 

trascurso del proceso se probó —más allá de toda duda— que los hechos que daban 
lugar a las alegaciones de la demanda eran completamente falsos. 

 
Así, por ejemplo, respecto de los hechos sobre los cuales la Delegatura finalmente 
concluyó la existencia de un supuesto incumplimiento contractual por parte de Acción, 

ellos jamás fueron alegados por la parte Demandante y nada tuvieron que ver con sus 
pretensiones —tal y como fueron planteadas en el escrito de la demanda—. Es tan 

evidente la falta de congruencia del fallo, que ni siquiera éste se fundamentó en los 
alegatos de conclusión presentados por la parte Demandante; la cual vehementemente 

adujo que se ratificaba en todos y cada uno de los hechos presentados en la demanda, 
los cuales, como se demostró, eran falsos. 
 

En línea con lo que se ha dicho hasta aquí, en tercer lugar, conviene precisar los    yerros 
que cometió la Delegatura al momento de estudiar y valorar la conducta contractual que 

desplegó mi representada a la luz de lo establecido en el encargo   fiduciario MR-799, el 
Contrato de Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199, y el contrato de fiducia de 
administración FA-2351. Si bien este será un punto que se explicará ampliamente en el 

siguiente acápite de este escrito de sustentación, debe mencionarse que, en su 
valoración, la Delegatura desconoció y decidió abiertamente en contra de lo que la 

propia    Superintendencia Financiera había dictaminado de forma paralela. 
 
Tal y como se desprende de la sentencia de primera instancia, en términos generales, 

los reparos que se hicieron frente a la conducta de Acción y de los que  se concluyó su 
supuesta responsabilidad contractual, recaen en que ella no contaba con un adecuado Sistema de Control Interno (en adelante, el “SIC”). En síntesis, para la Delegatura, la 
indebida existencia y aplicación de un SIC por parte de mi representada se tradujo en 
que ella incumpliera con las obligaciones y controles que le correspondían en favor de la 
parte Demandante a la luz de los vínculos contractuales que los ataban. 
 

Como se indicó antes, con ocasión de los hechos que acontecieron en la sucursal de Cali 
y el proyecto Marcas Mall, en ejercicio de sus funciones de vigilancia, el 
SUPERINTENDENTE           DELEGADO PARA FIDUCIARIAS DE LA SUPERINTENDENCIA 
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FINANCIERA adelantó la actuación administrativa sancionatoria de referencia 

2018127962-000-000. Con ocasión de ese proceso, se expidió en primera instancia la 
Resolución No. 1520 del 2019 y, tiempo después, la Resolución 1102 del 2020 en 

segunda instancia por el SUPERINTENDENTE FINANCIERO (ambas resoluciones son 
de conocimiento público y se encuentran publicadas en la página web de esa entidad). 
Al respecto, no debe olvidarse que dicho Superintendente Delegado —en primera 

instancia— y el Superintendente Financiero —en segunda instancia— son las 
autoridades competentes y expertas para adelantar tales actuaciones administrativas. 

 
Dentro de esa actuación administrativa sancionatoria, uno de los puntos específicos 
que justamente se analizó fue el de determinar si Acción contaba o no con un adecuado 

SIC, de acuerdo con las normas legales que eran aplicables.               Tal y como se desprende de 
las Resoluciones 1520 y 1102, tanto en primera como en segunda instancia se concluyó 

que el SIC sí era adecuado y coherente con el marco normativo vigente. 
 

Adicional a lo expuesto, y como erróneamente lo ha afirmado el demandante, no hubo 
ninguna afectación a los inversionistas ni en la entrega de recursos al promotor con 
ocasión de los hechos ocurridos en la sucursal de Cali, pues, como se encuentra 

consignado en los Estados Financieros del fideicomiso, los dineros fueron entregados 
para la realización del proyecto. Sobre esto no existe prueba en contrario que pueda 

confirmar lo que expresa la parte demandante. 
  
Así las cosas, si las autoridades competentes y expertas concluyeron que no existía 

ninguna falla en el SIC de Acción, no se entiende cómo la Delegatura arribó a una 
conclusión diferente en la sentencia de primera instancia que nos ocupa. 

Desafortunadamente, la existencia y efectividad del SIC nunca fue objeto de discusión 
dentro del proceso y la respectiva etapa probatoria —siendo así una sorpresa este 
asunto en la sentencia que profirió la Delegatura—, de tal suerte que mi representada 

nunca contó con la oportunidad de acreditar las Resoluciones 1520 y 1102 y lo que al 
respecto allí se decidió. 
 
Todo esto reafirma la necesidad de que la sentencia de primera instancia sea revocada. 
Las conclusiones y juicios que planteó la Delegatura son contradictorios con otras 
decisiones que la propia Superintendencia Financiera  ha tomado sobre el particular. 
Además, todas ellas responden a una concepción  que no es la que le corresponde a un 

proceso de protección al consumidor financiero sino, en realidad, al de una actuación 
administrativa sancionatoria que no es procedente en este ámbito que nos ocupa. 
 



18 

 

  

En cuanto a este punto, debemos plantear una serie de consideraciones sobre el   valor 

que la Delegatura le otorgó a las pruebas que fueron debidamente decretadas, 
aportadas y practicadas en la etapa probatoria. En nuestro respetuoso criterio, es claro 

que éste no respondió al resultado natural de la aplicación del criterio de sana crítica 
sobre las mismas que ordena la ley. Por el contrario, la Delegatura decidió valorar las 
pruebas de manera individual y aislada, más no de manera sistemática, como 

corresponde e indica el artículo 176 del CGP: 
 

“Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas 

de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial 
para la existencia o validez de ciertos actos. El juez expondrá siempre 
razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba.” (Se subraya) 

 
Como se indicó anteriormente, aún si se pudiera considerar que la condena de mi 

representada fue determinada fallando en equidad o en conciencia, esto no excusaba a 
la Delegatura de valorar el material probatorio del proceso en su conjunto, como bien 
lo indica Hernán Fabio Lopez: 

 
“Ningún proceso civil, ni siquiera aquellos que se pueden fallar en conciencia, está 

excluido de la aplicación del sistema anterior (sistema de la sana critica), (…)”4 
 
Siguiendo esta línea, sobre todo, la Delegatura pasó por alto lo que se acreditó de 

manera suficiente con el interrogatorio de parte que se practicó a la parte 
Demandante. Basta detenerse en el mismo, para constatar varias cosas importantes 

para acreditar la improcedencia de las pretensiones: 
 

1. En primer lugar, con los interrogatorios se evidenció un claro desconocimiento 
del negocio celebrado y un sin número de preguntas sin respuestas. Es claro que 

la parte demandante tuvo una conducta evasiva que imposibilitó el 
esclarecimiento de los hechos y la claridad de sus pretensiones.  
 

2. Asimismo, en esos interrogatorios se constató que todos los términos del 
negocio que aceptó y suscribió el Demandante fueron negociados por el con el 

Promotor del proyecto. Esto reafirma, entre otras cosas, que Acción no debió 
haber sido la llamada a responder por los supuestos daños que sufrió el 
Demandante y, mucho más importante, que el proceso no ha debido tramitarse 

 
4 López Blanco, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Pruebas. Edición 2019. DUPRE Editores LTDA. 
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ni decidirse sin la comparecencia del Promotor. Como se dijo arriba, debemos 

reiterar que la única razón por la que la Delegatura decidió proceder sin la 
comparecencia del Promotor fue porque sabía que ello se traducía en una 

pérdida de competencia para ella. 
 
Adicionalmente, allí quedó claro que el demandante ni siquiera sabía cuáles 

fueron los incumplimientos legales y contractuales en los que supuestamente 
habría incurrido mi representada. Si bien la Delegatura arbitrariamente decidió 

desconocer los interrogatorios de parte del demandante como medio de prueba —al punto que ni siquiera lo analizó en su sentencia—, nadie puede desconocer 
que estos mostraron que para el propio extremo Demandante mi representada 

no incurrió en ninguna falencia  según las obligaciones que tenía, siendo en 
realidad el Promotor del proyecto u otro el realmente responsable de los daños 

que supuestamente se le generaron. 
 

3. Es más, muestra de lo anterior incluso se vio cuando la parte demandante no 
pudo dar claridad sobre cómo se hicieron los aportes al negocio ni la razón por 
la cual se dio una reestructuración del mismo. Frente a esto, lo que no puede 
pasar, es que ante ese silencio y negligencia, se concluya que entonces que 

Acción debe asumir el pago de unos perjuicios desconociendo el grado de 
profesionalidad, responsabilidad y conocimiento que le correspondía a la parte 
Demandante en el marco del negocio fiduciario que se desarrolló.     

 
4. Ahora, en virtud de la errada calificación probatoria realizada por la Delegatura 

del informe de auditoría, se extrajo información que no tiene relación con los 
hechos de la demanda; como por ejemplo la información de los certificados de 
garantía. Inclusive, en el mencionado informe, no se hace relación de los 
recursos aportados por el Demandante, por lo que no se entiende la razón de 
motivar el fallo en estos apartes del informe. 

 
Mas allá que el presente negocio no tenía certificado de garantía y el mismo no 
incluía un clausulado excepcional a los ya conocidos, no era viable que la 

Delegatura haya utilizado una declaración del auditor para endilgar 
responsabilidades que escapan al objeto del litigio. Más aún cuando decidió 

trasladar la prueba de otro proceso que en nada comparte la situación fáctica 
aquí reclamada. 
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Por último, en relación con este primer punto del análisis, es menester señalar que la 

Delegatura cometió un grave error e inconsistencia al momento de definir el marco 
normativo que le era aplicable a mi representada —con ocasión de los contratos que 

celebró con la parte Demandante— y con base en el cual se decidió su responsabilidad 
civil contractual. En particular, el marco normativo concerniente al rol que debía 
desempeñar Acción en la definición y constatación  del punto de equilibrio del proyecto 

Marcas Mall y que definía la transferencia de los recursos al Promotor. 
 

Lo primero y más importante que hay que señalar es que, a la luz de la normatividad 
que estaba vigente para el momento de los hechos, salvo pacto en contrario en los 
contratos, Acción no tenía el deber legal de verificar el cumplimiento de las condiciones 

financieras, técnicas y jurídicas para que fuera  procedente la transferencia o el 
desembolso de los recursos que conformaban los encargos fiduciarios. Dicha obligación 

sólo comenzó a existir a partir de la inclusión del numeral 5.2.3.2 que se hizo en el 
Capítulo I del Título II de la Parte II de la CBJ con la Circular Externa 007 de marzo de 

2017: 
 

“5.2.3.2. La obligación de la sociedad fiduciaria de verificar el cumplimiento de las 
condiciones financieras, técnicas y jurídicas contractualmente establecidas para 
la transferencia o desembolso de los recursos.” 

 

Para sostener la tesis contraria, la Delegatura recurrió en sus decisiones a lo dispuesto 
en el artículo 3.4.7.2 del Capítulo I del Título III de la Parte I de la CBJ,  vigente para el 
momento de los hechos, dándole un alcance que no tiene. En ese aparte se establecen 

reglas de información para —entre otros muchos otros— los negocios fiduciarios, sin 
fijar reglas sobre su funcionamiento/operación, las cuales están únicamente 
consignadas en el Capítulo I del Título II de la Parte II de la CBJ previsto para negocios 
fiduciarios. Ese numeral dispone lo siguiente con respecto a la información que tenía —
y aún hoy tiene que darse— por parte de las fiduciarias a sus clientes en el marco de 

negocios fiduciarios de “preventas”: 
 

Negocios fiduciarios de “preventas” 
 
En los negocios cuyo objeto sea el recaudo de los recursos provenientes de la 
promoción y consecución de interesados en adquirir inmuebles dentro de un 
proyecto inmobiliario, los cuales posteriormente harán parte del precio prometido 
por la compra, resulta fundamental que haya suficiente claridad, información y 
revelación acerca de aspectos tales como: 
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Si la sociedad fiduciaria tendrá el manejo futuro de los recursos. 
 
Si la sociedad fiduciaria participará en la definición del punto de equilibrio. 
 
Si las promesas de venta cuya suscripción constituye una obligación futura del 
suscriptor del encargo, han sido conocidas por la fiduciaria o si serán suscritas por 
la fiduciaria o por el promotor. 
 
Cuáles serán las causales y los plazos de devolución de los recursos entregados a la 
fiduciaria. 
 
La identificación clara y expresa de la persona en favor de quien se celebra el 
negocio fiduciario. 
 
Quién asume el riesgo de la pérdida de valor de los recursos entregados a la 
fiduciaria como producto de la pérdida de valor de las inversiones realizadas por 
ésta con tales recursos, ya sea que los mismos se administren a través de una 
cartera colectiva o a través de cualquier otro mecanismo. 
 
La identificación clara y expresa del beneficiario de los rendimientos generados 
por el fondo de inversión colectiva o el mecanismo que se escoja. 
 
3.4.7.2.8 Los derechos y obligaciones que le otorga su vinculación al negocio 
fiduciario. 

 
Tal y como se desprende de esa norma es claro que, conforme a la normatividad            vigente 
para el momento de los hechos: (i) Acción no estaba en la obligación legal    de definir el 
punto de equilibrio; (ii) por el contrario, Acción podía o no participar libremente en esa 
definición; y (iii) la obligación legal de Acción se circunscribía a informar expresa y 
claramente a sus clientes si ella participaría o no en dicha definición, indicando las 
condiciones respectivas para el efecto. 
 

Esto pone de presente que el razonamiento de la Delegatura no solo fue equivocado en 
este punto, sino que tumba uno de los soportes principales de la sentencia: toda vez que 

Acción no estaba obligada legalmente a participar y definir el punto de equilibrio, las 
cláusulas respectivas del encargo fiduciario MR-799 y en el contrato fiduciario FA-2351 

en el que se excluyó de manera expresa esa responsabilidad a su cargo sí eran válidas 
y, por lo tanto, no han debido declararse como ineficaces. En otras palabras: si la ley 
autorizaba dicha posibilidad, la Delegatura no podía declarar como ineficaces las 
cláusulas que al respecto se acordaron.  
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Lo anterior, incluso a pesar de que la parte demandante no haya participado 
directamente en los contratos en donde dicho esquema se pactó, toda vez que, por una 

parte, ellos sí conocían los contratos y la estructura del negocio y, por la otra, no se 
entiende cómo es que entonces esas cláusulas serían ineficaces e inoponibles al 
demandante por el hecho de que éstos no suscribieron los contratos en donde se 

pactaron. Esa teoría de la Delegatura no tiene ningún soporte y contradice su lógica de 
coligamiento con base en la cual terminó condenando a Acción. La Delegatura 

justamente dijo que todos los contratos deben leerse en su conjunto con independencia 
de que no hayan sido suscritos todos por las mismas partes.         
 

Dicho razonamiento incluso ha sido reafirmado y convalidado por la Sala Civil de la 
Corte Suprema de Justicia cuando, en casos similares, ha reconocido y dado plena 

validez a las cláusulas que se acuerdan en negocios fiduciarios para desarrollar 
proyectos urbanísticos en los que las fiduciarias limitan su responsabilidad. Y esto 

justamente bajo el entendido de que el ordenamiento legal sí permite que ello suceda 
y, más importante aún, porque en el marco de tales proyectos urbanísticos es 
completamente razonable que todo lo relacionado con aspectos técnicos sean asumidos 

por las empresas constructoras que son expertas en la materia. Así, por ejemplo, la 
Corte ha dicho lo siguiente5:  

 
“La Fiduciaria no es constructora, ni interventora, ni asume responsabilidad por 
las construcciones o gestión de gerencia del proyecto.” 
 
“La Fiduciaria expresa que sus obligaciones en este contrato son medio y no de 
resultado (…) no garantiza que los costos finales del proyecto correspondan a los 
inicialmente presupuestados, ni asume responsabilidad alguna por la 
construcción, calidad, estabilidad u oportunidad en la entrega de las obras.” 
 
“Síguese de lo anterior discurrido que la jurisprudencia patria, le otorga a estas 
cláusulas de exclusión de responsabilidad alcance eficaz frente a terceros, lo que 
las hace oponibles a los mismos.” 

 
Es más, los numerales 2.2.1.2.1 y 2.2.1.2.2 del Capítulo I del Título II de la Parte II de la 

CBJ establecen una clara diferenciación entre los deberes de información y asesoría que 
tienen las sociedades fiduciarias: 

 
5 Sala de Casación Civil. Corte Suprema de Justicia. M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. Radicado 11001-31-041-

2007-00128-01 
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Deber de información. Con base en el carácter profesional de las sociedades 
fiduciarias, les asiste el deber de informar los riesgos, limitaciones técnicas y 
aspectos negativos inherentes a los bienes y servicios que hacen parte de objeto del 
contrato y de las prestaciones que se les encomienden, de manera tal que el cliente 
debe ser advertido de las implicaciones del contrato, desde la etapa 
precontractual, durante la ejecución e incluso hasta la liquidación del mismo. El 
alcance de esta obligación debe consultar el carácter y conocimiento de las partes 
intervinientes. Este deber implica la obligación de poner en conocimiento del 
cliente las dificultades o imprevistos que ocurran en la ejecución del contrato. 
 
En los negocios en los que se comercialicen participaciones fiduciarias las 
sociedades fiduciarias deben implementar los mecanismos necesarios para que los 
interesados conozcan con claridad los riesgos asociados a este tipo de inversiones. 
 
Deber de asesoría. Este es un deber que no debe confundirse con el de la información 
previsto en el subnumeral anterior y, salvo que el contrato sea de inversión, 
solamente es obligatorio en la medida en que haya una obligación expresa pactada 
en el contrato. En virtud de este deber, el fiduciario debe dar consejos u opiniones 
para que los clientes tengan conocimiento de los factores a favor y en contra del 
negocio y así puedan expresar su consentimiento con suficientes elementos de 
juicio, para lo cual resulta necesario considerar la naturaleza y condiciones 
propias de cada negocio y de los intervinientes en ellos. Este deber implica 
necesariamente un juicio de valoración que involucra una opinión fundamentada 
e inclusive una recomendación para el cliente. 

 
De la lectura del fallo de primera instancia, es claro que varios de los reproches que hizo 

la Delegatura se sustentan en una aplicación errada del deber de información que tenía 
Acción, equiparándolo al deber de asesoría, sin reparar en  que, por expresa disposición 
contenida en el numeral 2.2.1.2.2 antes citado, este      último deber solo recaía en la fiduciaria si hubiera “una obligación expresa pactada en el contrato” que claramente no 
existe. 

 
Así las cosas, en cumplimiento de circular externa 046 de 2008 y la circular externa 030 

de 2017 de la Superintendencia Financiera, Acción sí cumplió con todos sus deberes 
legales y contractuales, razón de más para desechar por completo el razonamiento de 
la Delegatura. 
 
 



24 

 

  

III. ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA NO ES CONTRACTUALMENTE 
RESPONSABLE EN VIRTUD DEL JUICIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL QUE 
PROMOVIÓ LA PARTE DEMANDANTE 

 
Ahora bien, al margen de las consideraciones antes expuestas, teniendo en cuenta que 
el proceso de la referencia se enmarcó como uno de responsabilidad civil contractual, 

en este capítulo se explicarán las razones por las que los elementos constitutivos de la 
misma establecidos en el artículo 1604 del Código Civil no se configuran en el caso que 

nos ocupa. 
 
En este escrito se hará un especial desarrollo de estos elementos, debido a que — 

desafortunadamente—, como se anunció arriba, la Delegatura omitió realizar un 
estudio de los mismos en la sentencia, limitándose simplemente a enlistar las razones 

por las que, en su criterio, Acción habría actuado en contravía de los deberes legales 
que le correspondían ante el Demandante, sin ahondar en un real juicio de 

responsabilidad civil contractual.  
 
Valga decirlo de nuevo pese al riesgo de caer en redundancia: las acciones de protección 

al consumidor financiero no están diseñadas para que la Delegatura simplemente 
reproche las conductas de las entidades  financieras para posteriormente imponerles 

una sanción —para esto existen las actuaciones administrativas sancionatorias—; por 
el contrario, en realidad, este tipo de  acciones están concebidas para que la Delegatura 
defina si, en el marco de una determinada relación contractual, una entidad financiera 

comete un acto antijurídico a la luz de las obligaciones contractuales que están a su 
cargo, que deriva a su vez en un daño antijurídico cierto, directo y determinado o 

determinable que le sea imputable (nexo causal) y que, por consiguiente, deba reparar. 
 
Como se demostró en este proceso, de los hechos y pretensiones de la parte 

Demandante no resulta posible extraer varios de los elementos de la responsabilidad 
contractual. Hay que decirlo con total contundencia: (i) Acción nunca actuó en contra 
de los deberes legales y contractuales que le eran exigibles; (ii) Acción nunca actuó a 
partir de una conducta antijurídica —conforme al grado de diligencia que le era 
exigible—; (iii) Acción nunca generó ningún tipo de daño real, directo, efectivo y 
determinado o determinable a la Demandante; y (iv) con base en lo anterior, no existe 
ningún nexo causal del que se desprenda una responsabilidad para Acción. 

 
 

1. AUSENCIA DE UNA CONDUCTA ANTIJURÍDICA A LA LUZ DE LAS 
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OBLIGACIONES CONTRACTUALES ESTABLECIDAS EN EL ENCARGO 
FIDUCIARIO MR-799 Y EL CONTRATO DE FIDUCIA DE ADMINISTRACIÓN 
FA-2351 

 
En términos muy sencillos, la Delegatura concluyó que Acción habría incurrido en una 
conducta antijurídica a la luz de las obligaciones contractuales que ella tenía en virtud 

del encargo fiduciario MR-799 y el contrato de fiducia de administración FA-2351, 
porque, en concreto: 

 

- No se habría informado al Demandante sobre el cumplimiento de las  

condiciones del punto de equilibrio que se habían acordado para el proyecto 
Marcas Mall. 

 

- No se habría informado al Demandante que con el dinero del encargo  fiduciario 

se había adquirido el lote de terreno en donde se desarrollaría el proyecto 
Marcas Mall. 

 

- No se habría informado al Demandante del estado del proyecto Marcas Mall para 

el momento en el que ella se vinculó por medio del encargo fiduciario MR-799. 
 

- Conforme a lo que se explicó en el acápite anterior, Acción no habría contado  con 
un adecuado y oportuno SIC. 

 

- Finalmente, una vez acaecido el siniestro y la imposibilidad de desarrollar el 
proyecto Marcas Mall, Acción no habría realizado ninguna acción para proteger 
y salvaguardar el lote en donde éste se desarrollaría. 

 
Así las cosas, a continuación se indicarán las razones particulares por las que, en 
realidad, mi representada no incurrió en ninguna de las falencias antes anotadas con 
base en las cuales la Delegatura emitió la sentencia de primera instancia: 
 

1. Respecto al tema de acreditación de los requisitos, se logró probar que Acción 
cumplió con la verificación de esos requisitos de conformidad con el acta de 
verificación del 4 de noviembre de 2014. En ella y sus anexos se puede establecer 
que los procedimientos y los requisitos se desarrollaron de conformidad con el 
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encargo fiduciario y al contrato matriz. 

 
Frente a esto, es desconcertante lo dicho en la sentencia de primera instancia en 

cuanto a que el cambio que se hizo de las condiciones de acreditación 
desnaturalizó el negocio fiduciario. En el libre ejercicio de la voluntad privada 
de las partes, todos los intervinientes estaban facultados para hacer esos 

cambios. Adicionalmente, conforme a lo que se explicó arriba, el ordenamiento 
jurídico sí permitía que esas condiciones fueran libremente definidas y 

modificadas; lo que en últimas, por lo demás, no terminó perjudicando al 
Demandante ni configurando un ejercicio errado o negligente de mi 
representada. Esto, más aún, si se tiene en cuenta que la parte Demandante se 

vinculó al proceso tiempo después al momento de acreditación de tales 
requisitos, tal y como bien se expuso en la narración de hechos relevantes que 

se incluyó arriba en este escrito.     
 

A su vez, la parte Demandante no pudo dar cuenta a la Delegatura de los 
requisitos que presuntamente pasó por alto Acción y tampoco pudo identificar 
cuáles requisitos eran los que se exigía para la transferencia de recursos. 

 
Es importante decir que la certificación de 4 de noviembre de 2014 es prueba 

suficiente para la acreditación de los requisitos establecidos en el Contrato de 
Encargo Fiduciario Individual No. 1100010199. En dicho documento se 
establecen y se anexan los documentos que el Promotor presentó para la 

transferencia de recursos. En lo que respecta a la transferencia del inmueble, 
dicho requisito fue satisfecho en el lapso de tiempo estipulado en los contratos 

fiduciarios (15 de diciembre de 2014). Más allá que la fecha del acta de 
verificación contenga una fecha de transferencia incorrecta, esa inexactitud no 
afectó el desarrollo del proyecto, por lo que esa falla no es causa del supuesto 

daño que sufrió el demandante. Al respecto, debe tenerse en cuenta que la 
transferencia del inmueble se dio unos días después a la firma del acta. 
 
Adicionalmente, en lo referente al punto de equilibrio y como se desprende de 
la evidencia aportada por mi representada, los recursos fueron aportados al 
Promotor del proyecto después de que se cumplió con el punto de equilibrio que 
había sido establecido y, por tanto, dicho Promotor ya contaba con los recursos 

para dar inicio al proyecto. Ello, a diferencia de lo que afirmó la Delegatura, 
refiriéndose a que los recursos habían sido entregados para la compra del 
inmueble en el que se iba a ubicar el proyecto, pues la compra del mismo era 
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requisito para el cumplimiento del punto de equilibrio. Por lo tanto, carece de 

lógica lo mencionado por la Delegatura cuando indica:  
 

“En consecuencia, este Despacho encuentra que, en razón a los hechos 
anteriormente comprobados, no debió haber procedido la fiduciaria a 
transferir los recursos aportados por los inversionistas al Fideicomiso 

Marcas Mall, desde el 4 de noviembre de 2014, y contrario a ello, debió 
preceder a la devolución de los dineros aportados por el acá demandante.” 

 
De la sentencia de primera instancia no es claro cuáles fueron los soportes 
probatorios para señalar que: “los recursos recaudados a los adquirentes a través 
de los encargos individuales y trasladados una vez “acreditado el punto de 
equilibrio” fueron utilizados para financiar al fideicomitente para adquirir uno de 
los lotes en el cual se iba a desarrollar el proyecto, generando un descalce en la 
estructura de liquidez de más de $14.000.000.000 de pesos, cuando la obligación 

de aportar el inmueble estaba en cabeza del fideicomitente”.  ¿Cuál es el soporte 
para señalar que el pago de los 14 mil millones fue la causa para afectar la 
liquidez del negocio? Lo cierto es que la liquidez del negoció se dio porque todos 

los inversionistas —incluyendo el Demandante— decidieron unilateral e 
injustificadamente no seguir cumpliendo con el pago de los aportes a los que se 

habían comprometido. 
 

2. Por otro lado, frente a los deberes de protección y defensa de los bienes del 

fideicomiso,  mi representada solo obedeció a las voluntades de los titulares del 
negocio, permitiéndoles el ejercicio de sus derechos en la forma acordada. En 

esta medida, Acción no estaba en deber de ir más allá de lo convenido por las 
partes y las normas imperativas vigentes para la época. 
 

En ese sentido, el Concepto 2008068357-003 del 27 de noviembre de 2008 de 
la Superintendencia Financiera establece lo siguiente respecto de las 

obligaciones de las fiduciarias: 
 

“Para poder determinar la seguridad que tienen los dineros recaudados por 
la fiducia a nombre del constructor, es preciso remitirse al contrato de que 
se trata. Lo anterior toda vez que sólo de este modo se puede determinar el 
alcance de la gestión de la fiduciaria, la destinación de los recursos y las 
condiciones para que el constructor pueda disponer de ellos”. 
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Sumado a lo anterior, respecto de las medidas de protección del lote, conviene 

reiterar que todas las acciones preventivas y de protección son del resorte del 
Promotor del proyecto, pues éste es quien tiene en su cabeza la calidad de 

Comodatario y responsable de la construcción del proyecto. Así resulta  excesiva 
una nueva carga que de forma discrecional la Delegatura considera que es 
responsabilidad de mi representada. Valga entonces decir que el argumento de 

la Delegatura al presuntamente tener claridad respecto de la no injerencia de mi 
representada en temas constructivos se desvanece al ahora confundir una 

responsabilidad que es propia y exclusiva del Promotor, para achacársela a mi 
representada. 
 

Debe tenerse en cuenta además que no hay recursos en el fideicomiso que 
permitan adelantar gestiones diferentes a las ya mencionadas al Despacho. 

Sumado a ello, la fiduciaria tiene una restricción y no puede asumir con recursos 
propios gastos de un fideicomiso.; de acuerdo con el principio de separación 

patrimonial. 
 
No obstante lo anterior, Acción se ha hecho parte de los procedimientos 

policivos para   preservar los derechos del lote y evitar afectaciones posteriores 
en cabeza del patrimonio autónomo, por lo que no es correcta la conclusión a la 

que se arribó en la sentencia con respecto a la supuesta omisión de mi 
representada en este punto.  Replicando la crítica general que se plantó arriba, 
nuevamente debemos decir que este error en la sentencia se explica en que la 

omisión en la protección del inmueble nunca fue objeto de debate en el proceso, 
por lo que mi representada no contó con la posibilidad de referirse sobre el 

particular y mostrar su completa diligencia al respecto —más allá de que ello no 
le correspondía, siendo una obligación del Promotor—. 
 

3. Ahora, respecto del esquema de preventas que se utilizó en el presente caso, 

resulta  pertinente señalar que, después del cumplimiento de las condiciones, 
Acción no tenía ninguna obligación en relación con el deber de información 
sobre el estado del proyecto,  las gestiones de modificación del mismo, y los 

demás aspectos que se indicaron en la sentencia. La propia Superintendencia 
Financiera reconoce este hecho en la cartilla para negocios inmobiliarios en los 

siguientes términos: 
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Teniendo en cuenta lo anterior, mal puede concluirse que los contratos suscritos 
entre Acción y el Demandante resultan abusivos o contrarios a derecho. Por el 

contrario, ellos se enmarcan perfectamente dentro de la naturaleza del contrato 
celebrado entre las partes y las obligaciones a cargo de mi representada de 

conformidad con las normas pertinentes. 
 
En todo caso, es importante señalar que los boletines informativos enviados por 

URBANIZAR y PROMOTORA MARCAS MALL dan cuenta de la información 
enviada a los inversionistas sobre la necesidad de modificar el proyecto y 

suscribir las modificaciones a los contratos. Así se puede verificar, por ejemplo, 
en el Boletín 1, obrante a derivado 02 que a la letra da cuenta de la información 
completa suministrada  por la parte la Demandante. 
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Con estos boletines se informó a los inversionistas sobre el estado del proyecto 
y se indicó de manera inequívoca las etapas del mismo. 

 
Bajo ese mismo derrotero, el deber de información manifestado por la 
delegatura se entiende satisfecho con la firma del Contrato de Encargo 

Fiduciario Individual No. 1100010199 (medios idóneos), con estos documentos 
se informó al hoy demandante la situación actual del proyecto y se dio a conocer 

el clausulado con  los requisitos que debían y fueron acreditados de manera 
oportuna por parte del promotor. 
 

 

2. INEXISTENCIA DE UN DAÑO ANTIJURÍDICO REAL,
 DIRECTO Y            DETERMINADO O DETERMINABLE 

 
El daño antijurídico es la piedra angular de la teoría de la responsabilidad civil 
contractual en Colombia. Conforme a lo que antes se indicó, en los términos del artículo 

1604 del Código Civil, sin la existencia de un daño real, cierto, directo y determinado o 
determinable, no es posible configurar un caso de responsabilidad contractual. 

Contrario a lo que afirmó la parte Demandante y lo que a su vez concluyó la Delegatura 
en primera instancia, la demandante no ha sufrido ningún tipo de aminoración  
antijurídica a raíz de los hechos en los que fundamentaron sus pretensiones. 

 
En términos muy concretos, en la sentencia de primera instancia, la Delegatura estimó   

que el daño al Demandante se definió a partir de la “frustración” que ella sufrió al no 
haber podido recibir los beneficios legítimos del proyecto Marcas Mall si éste se hubiera 
llevado a feliz término. En otras palabras, para la Delegatura la conducta antijurídica de 

Acción fue la razón por la cual el proyecto Marcas Mall no se pudo finiquitar, lo que 
generó que el Demandante no pudieran obtener los beneficios correspondientes. 

 
La conclusión a la que arribó la Delegatura es equivocada porque, como se explicará a 
continuación, en realidad la parte Demandante no sufrió ninguna aminoración en los 

términos que se enunciaron en la sentencia de primera instancia. Como se verá en 
detalle, las afugias que si acaso ha sufrido la parte Demandante no revisten las 

condiciones para ser catalogadas como un daño antijurídico, real, directo y 
determinado o determinable que deba ser reparado por Acción a la luz de la 

normatividad y jurisprudencia vigente. 
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En aras de llevar a cabo nuestro análisis, en primer término, conviene traer a colación 

los siguientes pronunciamientos jurisprudenciales y doctrinales: 
 

La Corte Suprema de Justicia ha establecido que el daño es: 
 

“Con el señalado propósito, resulta pertinente indicar, que en el régimen de la  
responsabilidad civil, no se definió el daño, pues en la proveniente de los «delitos y 
las culpas», se menciona simplemente el «daño» como elemento indispensable para 
la estructuración de la misma (artículo 2341 del Código Civil) y tratándose de la 
«responsabilidad contractual», al referirse a la indemnización de perjuicios, optó 
el legislador por señalar la clasificación de los daños patrimoniales, previendo que 
comprende el daño emergente y el lucro cesante (artículo 1613 ibídem), respecto 
de los cuales expresa la respectiva definición (artículo 1614 ídem); entendiéndose 
por el primero, la pérdida o disminución efectivamente sufrida por la víctima en su 
patrimonio como consecuencia del hecho dañoso; mientras que el segundo, 
comprende la ganancia o utilidad que esperaba percibir y que en un estado normal 
de cosas habría reportado, de no haberse presentado el hecho perjudicial. 

 
Igualmente, la misma corporación en la sentencia SC10297-2014, rad. n° 2003-00660- 
01, en sentido amplio, indicó lo siguiente acerca del daño: 

 
En términos generales, el daño es una modificación de la realidad que consiste en 
el desmejoramiento o pérdida de las condiciones en las que se hallaba una persona 
o cosa por la acción de las fuerzas de la naturaleza o del hombre. Pero desde el 
punto de vista jurídico, significa la vulneración de un interés tutelado por el 
ordenamiento legal, a consecuencia de una acción u omisión humana, que 
repercute en una lesión a bienes como el patrimonio o la integridad personal, y 
frente al cual se impone una reacción a manera de reparación o, al menos, de 
satisfacción o consuelo cuando no es posible conseguir la desaparición del agravio. 

 

Por su parte, el tratadista chileno BARROS BOURIE (2006), además de aludir a la 
situación de falta de definición del concepto de «daño», expone en términos generales 
que 

 
«[…], la doctrina sigue un concepto de daño basado en la lesión a un interés del 
demandante, y se entiende que la hay cuando una persona sufre ‘una pérdida o 
disminución, detrimento o menoscabo en su persona o bienes o en las ventajas o 
beneficios patrimoniales o extrapatrimoniales de que gozaba’»6. 

 
6 Tratado de Responsabilidad Civil Extracontractual. Santiago, Editorial Jurídica de Chile, pág.220, 
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Así mismo, el doctrinante uruguayo PEIRANO FACIO (2004), al exponer la tesis que 
estima dominante sobre la noción de «daño», manifiesta, que incluye el «concepto de 

antijuridicidad» y que «[…] se integra con dos elementos: con un elemento de hecho, el 
perjuicio, y con un elemento de carácter jurídico, el atentado o la lesión a un derecho»7. 
 

Ahora bien, en este caso no se puede hablar de daño antijurídico, real, directo y 
determinado o determinable en cabeza del Demandante por los hechos y negocios 

jurídicos que nos ocupan por las siguientes razones: 
 
En el presente caso no se puede derivar un daño cierto, real o determinado ya que como 

se explicó en los alegatos de conclusión de primera instancia, se debe adelantar un 
proceso liquidatario para que se liquide el patrimonio y se puede tener un panorama 

financiero del Proyecto Marcas Mall. Esta situación permite colegir con meridiana 
claridad que, al no estar liquidado el fideicomiso Marcas Mall, es imposible determinar 

si de los activos que posee el proyecto al día de hoy es posible o no retornar los recursos 
aportados por los diferentes inversionistas. Por el contrario, resultaría arriesgado 
condenar de manera prematura a  Acción partiendo de una mera expectativa que deriva 

de unos hechos que aún no han sido objeto de análisis dentro del proceso liquidatario. 
 

Al efecto, la Corte Suprema de Justicia, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello 
Blanco, reiteró: 
 

“2.1 Uno de los requisitos que debe reunir el daño es su certidumbre, es decir, que 
se demuestre su existencia misma; lo cual ocurre cuando no haya duda de su 
concreta realización. Además, es el requisito “más importante (…), al punto que, 
sin su ocurrencia y demostración, no hay lugar a reparación alguna” (CSJ, SC del 
1º de noviembre de 2013, Rad. n.° 1994- 26630-01; CSJ, SC del 17 de noviembre de 
2016, Rad. n°2000-00196-01). 
 
Para que sea “susceptible de reparación, debe ser ‘directo y cierto’ y no meramente 
‘eventual o hipotético’, esto es, que se presente como consecuencia de la ‘culpa’ y 
que aparezca ‘real y efectivamente causado’” (CSJ, SC del 27 de marzo de 2003,  
Rad. n.° 6879). 
 

 

numeral 143. 
7 Responsabilidad Extracontractual. Bogotá DC, Editorial Temis, 2004, pág. 362. 
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La condición de ser directo reclama, en la responsabilidad contractual, que él sea 
la consecuencia inmediata y necesaria de la falta de cumplimiento del respectivo 
acuerdo de voluntades, o de su cumplimiento imperfecto o inoportuno, lo que 
implica un análisis de la relación causal entre el hecho por el cual se responde y los 
daños cuyo resarcimiento se pretende. 
 

Esta Corporación, sobre la temática tratada, entre muchos otros pronunciamientos, ha 
puntualizado: 

 
No en balde se exige, a título de requisito sine qua non para el surgimiento de la 
prenotada obligación resarcitoria, la certeza del eslabón en comento, calidad que 
deberá establecerse, inexorablemente, con sujeción al tamiz de la jurisdicción. De 
allí que si no se comprueba o determina su existencia -como hecho jurídico que es-
, a la vez que su extensión y medida, el Juez no poseerá argumento válido para 
fundar, en línea de principio, una condena cualquiera enderezada a obtener su 
resarcimiento, debiendo, en tal virtud, exonerar de responsabilidad al demandado, 
por más que el demandante, a lo largo de la litis, haya afirmado lo contrario, salvo 
las restrictas excepciones admitidas por la ley o por la jurisprudencia.”8 

 
En punto de lo anterior, los requisitos desarrollados por la Jurisprudencia respecto del 
daño antijurídico (real, cierto y determinado o determinable) claramente se extrañan 

en el presente proceso, pues quien los debía probar no lo hizo y por el contrario 
desentendió la carga probatoria que le correspondía. 
 

Sin perjuicio de lo anterior, el daño reclamado y la interpretación del mismo derivado 
de la “frustración” que indicó la Delegatura, no es otra cosa que un trabajo 

hermenéutico de la propia Delegatura —el cual ni siquiera fue planteado por el 
Demandante en sus hechos o pretensiones— quien, en su afán proteccionista, confundió 
las obligaciones contractuales de las partes aterrizando a una conclusión lejana al  

vinculo contractual. 
 

Ahora bien, si el presunto daño que concluyó la Delegatura de la mano de la denominada “frustración” obedece a una infracción que deviene de la construcción del 

proyecto, es de recordar que dicha obligación no era ni es del resorte de mi 
representada. Por el contrario, la misma estaba en cabeza del Promotor,  el cual, reitero, 
no fue citado a la presente contienda litigiosa.                     Por ende, mal puede mi representada ser 

 
8 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, MP Margarita Cabello, Rad. n.° 1994- 26630-01; CSJ, SC del 17 de 

noviembre de 2016, Rad. n°2000-00196-01. 
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ahora la condenada a asumir las consecuencias de una omisión en la que incurrió el 

Promotor. Por lo demás, este es el argumento central que permite colegir la inexistencia 
de un nexo causal en el caso que nos ocupa. 

 
Esta situación de manera clara evidencia que en el presente caso no se puede establecer 
un daño cierto, por cuanto aún falta que se liquide el proyecto y fruto de esa liquidación 

se entregue al Demandante lo que le corresponde. Por consiguiente, no puede 
reconocerse ningún tipo de daño en favor del Demandante, pues ello terminaría por 

configurarse como un claro enriquecimiento sin causa a su favor. Según lo antes dicho, 
no hay razón para que mi representada o cualquier tercera parte, asuma el pago de unos 
dineros que desde ningún punto de vista el Demandante ha perdido. 

 
 

3. INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL 
 
Continuando con los requisitos establecidos por el artículo 1604 del Código Civil y 
partiendo de la inexistencia del daño como se explicó líneas arriba, debe decirse que no 

se acreditó en este proceso el elemento estructural de nexo causal. Es más, al respecto, 
debe señalarse con total respeto que en la sentencia de primera instancia la Delegatura 

ni siquiera se detuvo ni hizo mención alguna con respecto a este punto del análisis, 
concluyendo así una responsabilidad civil contractual que no era entonces procedente. 
No debe olvidarse que la existencia de un nexo causal entre las conductas contractuales 

que se despliegan y el daño que se alega en un proceso de responsabilidad civil 
contractual, es un aspecto básico estructural para que sea procedente la declaratoria 

judicial de la misma.  
 
Por esta sola razón la sentencia de primera instancia debería revocarse, pues sin un 

análisis particular sobre el elemento del nexo causal mi representada no ha debido ser 
condenada. Sobre esto debió haber un análisis expreso por parte de la Delegatura, lo 

que configura un yerro que no es subsanable desde ningún punto de vista. Por solo ello, 
la sentencia debe ser revocada. 
 

Al margen de lo anterior, en lo fundamental, de la demanda se desprende que el hecho 
generador del daño alegado recae en que mi representada supuestamente no verificó 

de manera correcta los requisitos establecidos en el contrato de encargo fiduciario 
individual para que fuera procedente la transferencia de los recursos de los 

inversionistas al Fideicomiso FA-2351. Sin embargo, no hay nexo de causalidad entre 
este hecho y el daño que se alegó, toda vez que el supuesto del cual partió la parte acá 
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demandante no es correcto. Esto, sobre todo, porque como se explicó en detalle, el 

punto de equilibrio ya había sido declarado cuando el Demandante se vinculó al negocio 
de Marcas Mall a través del encargo fiduciario. 

 
Si bien el hecho de que el Demandante se haya vinculado con posterioridad a la 
declaratoria del punto de equilibrio es razón más que suficiente para que se concluya la 

inexistencia de un nexo causal; lo cierto es que, a la luz de los contratos de encargo 
fiduciario y el marco normativo ampliamente explicado en este escrito, Acción no tenía 

el deber de acreditar e informar el cumplimiento de los requisitos que se habían 
definido para que la transferencia dineraria fuera procedente —el llamado “punto de equilibrio”—, pues todo ello había quedado contractualmente en cabeza del Promotor 

y, en algunos casos, del Interventor del proyecto. Tal y como se probó en este proceso, 
las obligaciones contractuales de Acción estaban circunscritas a recibir del Promotor 

del proyecto y/o del Interventor la información que acreditará el cumplimiento de los 
mismos e instrucciones de transferencia de los recursos, para a continuación proceder 

con el traspaso de los dineros al Fideicomiso FA-2351. En el caso que nos ocupa, ello se 
desprende justamente de la Cláusula Décima del Contrato de Encargo Fiduciario 
individual: 

 “El(los) INVERSIONISTA(S) declara(n) expresamente conocer y entender que 

la FIDUCIARIA no es constructora, ni interventora y no interviene de ninguna 

manera en la determinación del punto de equilibrio del proyecto 

inmobiliario “MARCAS MALL”, ni en la determinación de viabilidad o factibilidad 
financiera o técnica de del citado proyecto inmobiliario, que por tanto, no conoce 
las especificaciones técnicas del mismo, ni es responsable por su ejecución, 
terminación o calidad, ni lo será por los perjuicios que la no ejecución de dicho 
proyecto ocasione(n) al INVERSIONISTA(S) o terceros, responsabilidad que el(los) 
INVERSIONISTA(S) entiende(n) es única y exclusivamente del PROMOTOR del 
proyecto inmobiliario que se pretende desarrollar, quedando claro entonces que 

ACCION SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., actúa única y exclusivamente como 

administradora del encargo que mediante el presente contrato se 

constituye y como tal no tiene responsabilidad alguna sobre el desarrollo 

del proyecto que adelantará el PROMOTOR por su propia cuenta, riesgo y 

responsabilidad (…)” (Se subraya) 
 
Para establecer ese nexo de causalidad es preciso acudir a las reglas de la experiencia, 

a los juicios de probabilidad y al sentido de la razonabilidad, pues solo éstos permiten 
aislar, a partir de una serie de regularidades previas, el hecho con relevancia jurídica 
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que pueda ser razonablemente considerado como la causa del daño generador de 

responsabilidad civil. 
 

Sobre esto, la Sala Civil de la Corte Suprema ha señalado: 
 

“Para identificar el nexo causal entre los acontecimientos que interesan al proceso, 
en suma, no se debe a falta de conocimientos jurídicos sino a que el problema de la 
causalidad ha sido planteado por la tradición jurídica en términos filosóficos que 
trascienden los límites especializados del derecho; pasando por alto que la misma 
epistemología se ha mostrado incapaz de explicar la existencia de vínculos entre 
los hechos, por lo que en el estado actual del conocimiento científico la relación 
entre los hechos y los enunciados sobre los hechos no se estudia en términos 
estrictamente epistemológicos, sino como un problema de frontera que involucra 
varios ámbitos como el uso práctico del lenguaje (giro lingüístico), la sociología 
del conocimiento, las teorías de sistemas, las ciencias cognitivas y de la 
complejidad, entre otros enfoques integrados, solapados o interconectados. 
 
Es la filosofía, precisamente, la que advierte sobre sus limitaciones para explicar 
las correlaciones causales entre los hechos, por lo que no es posible asumir ningún 
enfoque epistemológico particular para resolver los problemas de causalidad 
jurídica. De ahí que el derecho tiene que depurarse y desprenderse del rezago 
metafísico que tradicionalmente ha impregnado sus institutos: «Lo que se trata de 
señalar con esta observación es que muchas veces el jurista está aceptando 
ingenua e inconscientemente conceptos cuya consciencia rechaza. No quiere hacer 
filosofía sino práctica, pero todo su lenguaje está impregnado de un aroma 
filosófico del que no puede huir: causa, motivo, culpa, consentimiento, son términos 
que si no son previamente conceptualizados desbordan el marco de la mera 
juridicidad para inhalar el de ciencias afines: desde la sicología a la filosofía». 
 
Debido a la imposibilidad de adoptar un enfoque filosófico particular que explique 
las relaciones causales en la fase de elaboración de los enunciados probatorios, se 
torna necesario acudir a criterios jurídicos (que no excluyan los aportes de las 
demás ciencias contemporáneas) para la definición de los conceptos 
fundamentales del instituto de la responsabilidad civil; para lo cual la teoría de la 
imputación resulta de gran utilidad. 
 
La imputación civil –se reitera– no excluye el concepto de causalidad (cualquiera 
que sea su significado filosófico o científico); simplemente acepta la evidencia de 
que las relaciones causales no se dan en todos los casos (como en la responsabilidad 
por omisiones o por el hecho ajeno); y siempre es insuficiente, dado que las 
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condiciones relevantes para el derecho no pueden seleccionarse sin criterios de 
adecuación de sentido jurídico. Únicamente a partir de este contexto de sentido 
jurídico pueden elaborarse enunciados probatorios de tipo causal, los cuales, por 
necesidad lógica, tienen que ser razonamientos hipotéticos o abductivos (sea por 
acciones o por omisiones). 
 
«Las explicaciones de razón expresan una correspondencia no necesariamente 
causal entre dos hechos, de suerte que la presencia de uno de ellos lleva al juez a 
inferir la existencia de otro según un marco de sentido jurídico que otorga validez 
a dicha correlación que puede ser con o sin causalidad (esto último ocurre en 
materia de omisiones, por ejemplo). De manera que una persona puede originar un 
hecho desencadenante de un daño y, sin embargo, el nexo causal por sí solo resulta 
irrelevante para endilgarle ese hecho como suyo; como bien puede ocurrir que la 
autoría del hecho lesivo deba ser asumida por quien no tuvo ninguna intervención 
o injerencia física en el flujo de eventos que ocasionaron el daño. La atribución de 
un resultado lesivo a un sujeto, en suma, no depende en todos los casos de la 
producción física del perjuicio, porque el hecho de que una persona ocasione 
directamente un daño a otra no siempre es necesario y nunca es suficiente para 
cargárselo a su cuenta como suyo. Aunque la relación causal aporta algo a la 
fórmula de imputación en la medida en que constituye una conexión frecuente o 
probable entre la conducta del agente y el daño sufrido por la víctima, no explica 
satisfactoriamente por qué aquél puede ser reputado artífice». 
 
No todas las circunstancias que pueden ser tomadas en cuenta como causas físicas 
son relevantes para el derecho, pero la selección de las condiciones relevantes para 
atribuir responsabilidad es siempre un problema de sentido jurídico: entre más 
inferencias se consideren como causas jurídicamente relevantes habrá más 
posibilidades de elaborar juicios rigurosos de atribución o de exoneración de 
responsabilidad; mientras que si la “muestra causal” es pequeña habrá grandes 
probabilidades de que el juicio de imputación quede a merced de la intuición o la 
suerte. Las valoraciones causales, en suma, no recaen sobre “lo dado” por la 
experiencia sino más bien en lo que de ella logra seleccionarse con dificultad. Esta 
caracterización del nexo causal supone, además, la interrupción de una cadena de 
circunstancias cuando en ella intervienen elementos extraños tales como los casos 
fortuitos o los actos de terceros que tienen la virtualidad suficiente para erigirse 
en el hecho generador del daño y, por tanto, excluyente de todos los demás.” 

 
Así las cosas, se tiene que quien en realidad estaba obligado a cumplir con los requisitos 

técnicos para que procediera la transferencia de recursos era MARCAS MALL CALI —
en su calidad de Promotor— y no mi representada. Por consiguiente, si en efecto la parte 



38 

 

  

Demandante sufrió algún daño, el mismo encuentra su causa en la conducta  que 

MARCAS MALL CALI desplegó, al haber sido ella quien —conforme a lo pactado— tenía 
la obligación de acreditar el cumplimiento o no de las condiciones que se habían 

trazado. En otras palabras, de la conducta que llevó a cabo mi representada no es viable 
desprender ningún vínculo con el daño que alegó la parte Demandante y que le 
reconoció la Delegatura. 

 
Frente a esto no puede llegarse al absurdo —tal y como lo sugirió la Delegatura— de 

que mi representada, más allá de que el Promotor debía verificar y acreditar las 
condiciones del punto de equilibrio, tenía a su vez que realizar una verificación directa 
de las mismas. Si contractualmente se estableció que el Promotor era el responsable de 

ello, atendiendo para el efecto el marco normativo que permitía válidamente que ello 
sucediera según se explicó arriba, no es cierto que Acción tuviera entonces que hacer 

un nuevo ejercicio para revalidarlo. Si esto fuera procedente, entonces simplemente no 
se aceptaría la posibilidad de que las fiduciarias pacten que la verificación la hará un 

tercero. En ese sentido, la fiduciaria si bien no era la llamada de acreditar los requisitos, 
esta si se ocupó de su verificación de conformidad con los documentos entregados por 
el Promotor del Proyecto. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, la validación de las condiciones técnicas y 
jurídicas fueron revisadas cabalmente por Acción; sin embargo, la culminación o no del 
proyecto no puede ser asegurada por la fiduciaria; menos cuando se trata de un negocio 

de preventas.  
 

De acuerdo con esto, es importante no perder de vista cuál era el objetivo principal  del 
negocio fiduciario que se armó a través del fideicomiso FA-2351 y los diferentes 
encargos fiduciarios —incluyendo el MR-799 y el Contrato de Encargo Fiduciario 
Individual No. 1100010199 que se suscribió con la parte Demandante—: era en 
realidad el de lograr que estas personas adquirieran unos locales comerciales dentro del 

Centro Comercial Marcas Mall. Si en realidad existiese un nexo de causalidad entre el 
supuesto accionar de mi representada y el supuesto daño alegado, el centro comercial 
ni siquiera se habría empezado a construir, pues no se habría siquiera logrado adquirir 

el lote destinado a dicha construcción. Frente a esto, en su decisión, la Delegatura olvidó 
que las obras en dicho lote iniciaron y que el proyecto estaba andando, hecho que se 

puede probar con los boletines informativos los cuales fueron aportados con la 
contestación de la demanda. En esa medida, con ese simple hecho se rompe cualquier 

nexo de causalidad entre el actuar de mi representada el daño alegado. 
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Lo anterior, en otras palabras, significa que, como se ha dicho en numerosas 
oportunidades en el proceso y en este escrito, cronológicamente el hecho que 
habría generado el supuesto daño del Demandante —si es que existe uno—, fue 
posterior a la declaratoria del punto de equilibrio y, por ende, bajo las premisas 
antes explicadas, en ninguna circunstancia mi representada pudo haber causado 
el daño alegado. 

 
Ahora, como bien lo manifiesta el extremo demandante en su demanda y hechos, el 

plazo que disponía el Contrato de Encargo Fiduciario Individual para acreditar el 
cumplimiento de las condiciones para la transferencia de recursos al Promotor fue 
objeto de modificación mediante varios otrosíes; entre ellos, uno que las extendió al 

modificar el plazo para el decreto de las condiciones de giro para el día 15 de diciembre 
de 2014, prorrogables por 6 meses más. Si se tiene en cuenta lo anterior y el supuesto 

hecho generador del daño alegado por el Demandante—esto  es la errónea verificación 
que se hizo de los requisitos del punto de equilibrio por la supuesta tardía transferencia 

de la propiedad que se hizo del bien inmueble con folio de matrícula inmobiliaria No. 
370-695292 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali al patrimonio 
autónomo FA-2351 MARCAS MALL, que se efectuó el 19  de noviembre de 2014 y fue 

registrada el 1 de diciembre del mismo año— se tiene que  esta se encontraba, y por 
creces, dentro de los términos fijados para la transferencia, por lo que este hecho no 

pudo haber sido el causante de los supuestos daños. De la misma demanda se puede 
extraer  esta conclusión, con lo que no hay ninguna conexión entre el supuesto daño y 
el hecho que se le endilgó a mi representada. 

 
 

Con base en todo lo antes dicho, sorprende la manera en la que la Delegatura 
desconoció todos los argumentos que mi representada promovió dentro del proceso 
para demostrar la inexistencia de la supuesta responsabilidad civil contractual, para 

acto seguido, tomar una decisión que en realidad termina traduciéndose en un 
enriquecimiento sin causa del Demandante. Reitero: existe un proceso liquidatorio en 
curso, en el que realmente se definirán los derechos que tienen los inversionistas del 
proyecto Marcas Mall —entre ellos, el Demandante— de cara a los activos que existen 
en el fideicomiso FA-2351. Como se dijo al momento de analizar el daño, los 
inversionistas pueden hacer valer sus acreencias en ese proceso y, solo de las resultas 
del mismo, podría emprenderse la acción que hoy se impugna a través de este recurso 

de alzada. 
 

IV. FALLO JUDICIAL DE REFERENCIA QUE ES RELEVANTE PARA QUE SE                        
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DECIDA EL CASO QUE NOS OCUPA 
 
Con el ánimo de que este Tribunal cuente con todos los elementos de juicio suficientes 

para sopesar y detectar los yerros que cometió la Delegatura al emitir la               sentencia de 
primera instancia —sobre todo, de cara a los razonamientos que se han venido 
planteando en este escrito—, a continuación, se traerá a colación la sentencia     que emitió 

la Sala Civil del Tribunal Superior de Cali en el proceso de referencia 2018-00083. Dicha 
providencia se emitió con ocasión de un proceso similar al que nos ocupa, en donde 

otro inversionista del proyecto Marcas Mall demandó a mi representada por hechos y 
pretensiones prácticamente idénticas. Este caso se constituye como un antecedente 
fundamental para el recurso de apelación que se está surtiendo en este proceso. 

 
En síntesis, tanto en primera como en segunda instancia, en ese proceso se concluyó que 

(i) mi representada no incurrió en ninguna falla a la luz de las obligaciones 
contractuales que le correspondían y, mucho más importante, que (ii) lo acontecido  no 

había derivado en un daño antijurídico cierto, real y determinado o determinable  que 
debiera ser resarcido por mi representada. 
 

Al respecto, el juez de primera instancia dijo lo siguiente: 
 

“...no existe certeza del daño efectivamente causado a la sociedad…muy a pesar de 
la transferencia de los recursos a favor del promotor sin la estricta verificación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas en el Otro Sí No. 1 y General 
Reglamentario, lo cierto es esa situación por si sola no da cuenta a una perdida de 
los dineros depositados en la fiduciaria, pues la obra aunque se encuentre 
inconclusa no ha sido liquidada”. 

 

En línea con lo anterior, en la sentencia de segunda instancia se afirmó que el perjuicio 
que había alegado la parte demandante era meramente hipotético y, por ello, no había 
lugar a una reparación o indemnización de perjuicios. 

 
Así mismo, dentro de la sentencia de segunda instancia se hizo referencia al tema del 

deber de información, el cual fue alegado por la parte demandante como una maniobra 
dolosa para ocultar la información, referente a la transferencia de recursos al 
constructor de la obra. 

 
El juzgador en este tema aclaró que, a partir del principio de buena fe establecido en  la 

Constitución Política, “le corresponde a la parte demandante demostrar en forma 
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contundente la intención de causar daño, pues el dolo no se presume sino que debe 

probarse”. Esta carga probatoria que estableció el Magistrado sustanciador en el caso 
citado no es nada diferente a lo establecido en el artículo 167 del Código General del 

Proceso: 
 

“Artículo 167. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de 
hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 
 
No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a 
petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su práctica 
o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar determinado 
hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las 
evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará en mejor 
posición para probar en virtud de su cercanía con el material probatorio, por tener 
en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por haber 
intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de 
indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, entre otras 
circunstancias similares. 

 
Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, otorgará a la 
parte correspondiente el término necesario para aportar o solicitar la respectiva 
prueba, la cual se someterá a las reglas de contradicción previstas en este código. 
 
Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren 
prueba.” 

 
El anterior artículo leído a las voces de la jurisprudencia citada, no dicen otra cosa 
diferente a que la carga de la prueba en estos procesos de naturaleza declarativa 

corresponden a quien persigue la declaración, esto es, al Demandante, quien es la parte 
que también probar el  actuar doloso de mi representada. 

 
En este punto es imperante señalar que los medios probatorios para soportar ese dicho 
fueron insuficientes por no decir nulos. La actividad probatoria del proceso en comento 

estuvo en cabeza de mi representada y de la iniciativa oficiosa del despacho. Sin 
embargo, ninguna de las pruebas aportadas da luces de un actuar doloso que pudiera 

generar un daño potencial al inversionista. 
 
Finalmente, la sentencia de segunda instancia que se emitió en dicho proceso es 
particularmente relevante en punto al valor que ella le dio a la denuncia penal que en 
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su momento entabló acción. Lo dicho por el Tribunal Superior de Cali resulta bastante 

acertado para atajar la lectura general y abstracta con la que la Delegatura  abordó esta 
cuestión para, a partir de ella, concluir una responsabilidad contractual de mi 

representada. En particular, conviene traer a colación lo siguiente: 
 

“Al respecto debe señalarse, por un lado, que la mencionada prueba es solamente 
una denuncia penal que no da plena convicción de la perdida de los dineros y, por 
otro, que no se incluyo en la misma el encargo fiduciario No. 0001100010232 
perteneciente a INVERSIONES PSCS SAS como una de las cuentas objeto del 
supuesto ilícito, por lo cual no es factible aseverar que los dineros comprometidos 
sean los suyos, a lo que se agrega que desde un inicio las pretensiones de la 
demanda se encaminaron a la declaratoria del incumplimiento contractual por 
haber transferido ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA los depósitos al promotor sin la 
verificación de las condiciones dispuestas para ello, y no la entrega de los tales a 
otras obras o persona. 
 
Es por lo anterior que se comparte la posición del sentenciador de primera 
instancia, en cuanto a que no existe daño actual sino meramente hipotético, pues 
la relación contractual aun se mantiene vigente y en espera de resultados, para lo 
cual se baso en el interrogatorio de la parte de la representante legal de la sociedad 
demandante”. 

 
Así las cosas, en nuestro respetuoso criterio, la sentencia antes referenciada y los 
análisis que allí se hicieron deberían ser considerados por este Tribunal al momento de 

decidir el recurso de apelación que nos ocupa. Lo dicho en ese fallo pone en evidencia 
los terribles e insubsanables errores que cometió la Delegatura al momento de proferir 

la sentencia de primera instancia. 
 

V. SOBRE EL PRONUNCIAMIENTO DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 
 
Finalmente, si bien todo lo dicho en este escrito debería llevar a que este Tribunal 
revoque la sentencia de primera instancia que emitió la Delegatura y, en consecuencia, 
se denieguen íntegramente las pretensiones de la Parte Demandante, enseguida se 
explicarán   las razones por la que la Delegatura erró al denegar las pretensiones que 
Acción formuló en su llamamiento en garantía. Lo anterior, de tal forma que la Llamada 

en Garantía asuma el pago íntegro de una eventual condena en el hipotético caso en el 
que este Tribunal decida reafirmar la sentencia de primera instancia y/o algún tipo de 
condena en favor de las Demandantes. 
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En términos muy sencillos, tal y como se desprende de la sentencia de primera 

instancia, la Delegatura decidió denegar las pretensiones del llamamiento en garantía 
porque, en su criterio, se configuró la exclusión prevista en el literal (B) del numeral 3.7 

del clausulado general —en el amparo de responsabilidad civil profesional para 
instituciones financieras— de la póliza de seguros No. 1000099 que mi representada 
adquirió y con base en la cual promovió el llamamiento: 

 
“EL ASEGURADOR NO ASUME RESPONSABILIDAD ALGUNA Y POR TANTO, NO 
ESTARÁ OBLIGADO A EFECTUAR PAGO ALGUNO, EN RELACIÓN CON CUALQUIER 
RECLAMO DERIVADO DE, BASADO EN, O ATRIBUIBLE A: 
 
(…) 3.7. CUALQUIER RECLAMO BASADO U ORIGINADO POR CUALQUIER ACTO, 
ERROR U OMISIÓN DEBIDO A UNA CONDUCTA DELICTIVA, CRIMINAL, 
DESHONESTA, FRAUDULENTA, MALICIOSA O INTENCIONAL DEL ASEGURADO O 
CUALQUIER VIOLACIÓN DE UNA LA LEY POR PARTE DEL ASEGURADO SIEMPRE 
QUE: (A) LO ANTERIOR SE HAYA ESTABLECIDO MEDIANTE CUALQUIER 
SENTENCIA, FALLO U OTRO VEREDICTO EJECUTORIADO DICTADO POR UNA 
AUTORIDAD COMPETENTE, O (B) CUANDO EL ASEGURADO HAYA ADMITIDO 
DICHAS CONDUCTAS.” (Se subraya) 

 

Para la Delegatura, mi representada habría admitido —por conducto de su 
Representante Legal en el interrogatorio de parte que se le practicó— que los hechos 

que habrían generado el daño del Demandante tuvieron su origen en una conducta 
delictiva y criminal, con lo que se habría configurado el supuesto de exclusión del 
amparo contratado con el seguro: 

 
“Para este caso, lo que en verdad aconteció conforme incluso la denuncia 
presentada por la pasiva lo refiere, es que el acta de verificación para el traslado 
de los recursos faltó a la verdad o la simuló, en aras de que pudiera procederse al 
traslado de los dineros, cuya verificación a cargo de la misma demandada también 
dejó una actuación omisiva, pues se dio visto bueno y curso al traslado de dineros 
con báculo en dicho instrumento, cuando la realidad como acá quedó probado era 
distinta. Luego, queda visto que ateniéndose la Delegatura al tenor del contenido 
de las exclusiones señaladas respecto del contrato de seguro, y revisadas a la luz 
de las situaciones y elementos de prueba acá indicados, es evidente que se acredita 
que el hecho que resulta ser base de reclamación deviene de un evento excluido 
frente al amparo pedido, situación que de paso sea decirlo, exime a la Delegatura 
del estudio de los demás medios exceptivos propuestos por el llamado, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 282 del Código General del Proceso.” 
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Como se explicará en detalle a continuación, la conclusión a la que arribó la Delegatura 

resulta equivocada y, en consecuencia, ante una eventual decisión adversa de este 
Tribunal, la Llamada en Garantía debería asumir el pago de la condena respectiva en 

virtud de la póliza de seguros No. 1000099: 
 
Contrario a lo que concluyó la Delegatura, las declaraciones que hizo la Representante 

Legal de mi representada no se configuró como una confesión en los términos que prevé 
el literal (B) del numeral 3.7 del clausulado general. Basta detenerse en el 

interrogatorio de parte para constatar que la Representante Legal simplemente señaló 
que, en su momento, mi representada tuvo conocimiento de unos hechos que 
presuntamente serían fraudulentos — sin que, para ese momento y aún hoy, se tenga 

certeza de ello al no existir una decisión judicial que así lo establezca—, para enseguida 
ponerlos en conocimiento de las autoridades competentes. Lo anterior, conforme al 

deber legal de denuncia que tenía Acción. 
 

Adicionalmente, la Delegatura pasó por alto que, en lo que respecta a la póliza de 
seguros No. 1000099, mi representada tiene la condición de consumidor financiero de 
la Llamada en Garantía, en los términos de la Ley 1328 de 2009 y el artículo 78 de la 

Constitución Política. No debe olvidarse que esa condición no se pierde por el hecho de 
que Acción sea una sociedad fiduciaria. Por consiguiente, al momento de leerse, 

interpretarse y aplicarse la exclusión prevista en el literal (B) del numeral 3.7 del 
clausulado general, la Delegatura ha debido declararla nula o ineficaz9 por ser 
completamente abusiva y contraproducente para los derechos que le corresponden a 

Acción como consumidor financiero. 
 

No es posible jurídicamente que un consumidor financiero, que no es abogado y  que no 
cuenta con los elementos de juicio para establecer si una conducta es delictiva o 
criminal, pueda liberar de su obligación de cobertura a una compañía  aseguradora a 

partir de un entendimiento y valoración subjetiva de su parte que incluso, puede llegar a 
ser equivocada. En otras palabras: la cláusula consignada en el literal (B) del numeral 

3.7 del clausulado general, es abusiva e ineficaz porque, por su conducto, la compañía 
aseguradora le traslada al consumidor financiero una serie de cargas que no le 

corresponden y que solo buscan que ella pueda liberarse de la responsabilidad que le 
asiste a partir de un entendimiento que puede o no tener el asegurado, sin que él cuente 
con los elementos de juicio necesarios para hacerlo. Esto ha debido ser reconocido por 

 
9 Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, MP Marco Antonio Alvarez Gómez, Proceso verbal No. 
110013199003201801254 01 
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la Delegatura con el mismo racero y rigor con el que decidió las pretensiones de los 

Demandantes. 
 

Eventualmente, solo un abogado experto en materia penal podría realmente 
determinar si una conducta puede tipificarse como delictiva o criminal — aunque, 
incluso, una persona así podría también equivocarse—; por lo que mal haría un juez en 

darle validez a una cláusula que traslada dicha carga excesiva a un consumidor 
financiero que adquiere un seguro a partir de un contrato de cláusulas predispuestas. 

No debe olvidarse que, al momento de adquirir la póliza de seguros No. 1000099, Acción —como cualquier otro consumidor financiero— no contó con la posibilidad de 
modificar o negociar el texto que fue predispuesto por la compañía aseguradora, por lo 

que su texto siempre debe leerse y aplicarse en contra de la parte que lo predispone 
(artículo 1624 del Código Civil). 

 
Finalmente, el literal (B) del numeral 3.7 del clausulado general resulta ineficaz 

conforme a lo previsto en el Literal C) del numeral 2 del artículo 184 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero: 
 

“2. Requisitos de las pólizas. Las pólizas deberán ajustarse a las siguientes 
exigencias: 
 
Su contenido debe ceñirse a las normas que regulan el contrato de seguro, al 
presente estatuto y a las demás disposiciones imperativas que resulten aplicables, 
so pena de ineficacia de la estipulación respectiva; 
 
Deben redactarse en tal forma que sean de fácil comprensión para el asegurado. 
Por tanto, los caracteres tipográficos deben ser fácilmente legibles, y 
 
Los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en caracteres destacados, en 
la primera página de la póliza.” (Se subraya) 

 
Tal y como se desprende de la póliza de seguros No. 1000099 y del clausulado general 

en comento, la exclusión prevista en el literal (B) del numeral 3.7 no se encuentra 
incluida en la primera página de la póliza —no aparece ni siquiera consignada en la 

carátula y solo aparece en la página 6 del clausulado general—, de tal forma que la 
misma es contraria al precepto imperativo antes citado. 
 

Frente a este aspecto, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha dicho lo 
siguiente: 
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“son claras al exigir como requisito que ‘los amparos básicos y las exclusiones 
deben figurar, en caracteres destacados, en la primera página de la póliza’, 
cualquier otra interpretación que desconozca el tenor literal de esas disposiciones 
se erige en una arbitrariedad. Al respecto, se ha aclarado que el marco legal que 
regula el tema de las exclusiones en las pólizas de seguro es de naturaleza pública 
y, por tanto, de obligatorio cumplimiento, lo que vicia de ineficacia las 
estipulaciones de los contratos de seguro que se celebren con desconocimiento de 
tales formalidades.”10 

 
En consecuencia, la exclusión del literal (B) del numeral 3.7 del clausulado general ha 

debido omitirse por la Delegatura al momento de decidir las pretensiones del 
llamamiento en garantía que presentó mi representada, al  transgredir una norma 

imperativa y, por lo tanto, ser por completo ineficaz. 
 
En este mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Superior de Bogotá en sala civil, 

en otros procesos que se han tramitado de manera simultánea al presente: 
 

1. Radicado: 110013199003201801254-01 
Acción de protección al consumidor financiero promovido por Mejía Álvarez 
Sabogal S.A.S. en contra de Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y SBS Seguros de 
Colombia S.A. como llamado en garantía. 
Sentencia proferida en segunda instancia por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
 
En el marco de este proceso, SBS fue declarado responsable y obligado a pagar 
bajo las obligaciones que adquirió para con Acción Fiduciaria bajo la póliza No. 
1000099. 
 

2. Radicado: 110013199003 2019 02252 01 
Acción de protección al consumidor financiero promovido por María Asunción 
Tertre Gimeno en contra de Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y SBS Seguros de 
Colombia S.A. como llamado en garantía. 
Sentencia proferida en segunda instancia por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
 
En el marco de este proceso, SBS fue declarado responsable y obligado a pagar 
bajo las obligaciones que adquirió para con Acción Fiduciaria bajo la póliza No. 
1000099. 

 
10 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, Cas. Civ. de 25 de octubre de 2017. Rad.: STC 17390-2017 
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3. Radicado: 11001 3199 003 2018 01213 02 

Acción de protección al consumidor financiero promovido por Inversiones y 
Construcciones Nasa S.A.S. en contra de Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y SBS 
Seguros de Colombia S.A. como llamado en garantía. 
Sentencia proferida en segunda instancia por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
 
En el marco de este proceso, SBS fue declarado responsable y obligado a pagar 
bajo las obligaciones que adquirió para con Acción Fiduciaria bajo la póliza No. 
1000099. 
 

4. Radicado: 110013199003201801694 01 
Acción de protección al consumidor financiero promovido por KBJ S.A.S. en 
contra de Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y SBS Seguros de Colombia S.A. como 
llamado en garantía. 
Sentencia proferida en segunda instancia por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
 
En el marco de este proceso, SBS fue declarado responsable y obligado a pagar 
bajo las obligaciones que adquirió para con Acción Fiduciaria bajo la póliza No. 
1000099. 
 

5. Radicado: 110013199003201801590 01 
Acción de protección al consumidor financiero promovido por FEMME 
INTERNATIONAL S.A.S. en contra de Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y SBS 
Seguros de Colombia S.A. como llamado en garantía. 
Sentencia proferida en segunda instancia por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
 
En el marco de este proceso, SBS fue declarado responsable y obligado a pagar 
bajo las obligaciones que adquirió para con Acción Fiduciaria bajo la póliza No. 
1000099. 
 

6. Radicado: 110013199003201872845 01 
Acción de protección al consumidor financiero promovido por Inversiones 
Uropan y Cía. S. en C. en contra de Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y SBS Seguros 
de Colombia S.A. como llamado en garantía. 
Sentencia proferida en segunda instancia por el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
 
En el marco de este proceso, SBS fue declarado responsable y obligado a pagar 
bajo las obligaciones que adquirió para con Acción Fiduciaria bajo la póliza No. 
1000099. 
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SOLICITUDES 

 
Con base en todo lo anterior, respetuosamente solicito que se revoque íntegramente la 
sentencia de primera instancia que fue proferida por la Delegatura el 17 de noviembre 
de 2021 y notificada el 18 de noviembre de 2021. 

 
En línea con lo anterior, respetuosamente solicito que se emita una nueva  sentencia en 

la que se rechacen íntegramente las pretensiones que fueron formuladas por el 
Demandante en contra de mi representada. 
 

De manera subsidiaria solicito que, en caso de que se reafirme la sentencia de primera 
instancia y/o se decida algún tipo de condena en favor del Demandante, se concedan 

las pretensiones que fueron formuladas por Acción en el llamamiento en garantía, de 
tal forma que la Llamada en Garantía asuma su pago de forma integral. 

 
De los señores Magistrados, cordialmente, 
 

 
 

 
 
 

ANDRÉS FELIPE CADENA CASAS  
C.C. No. 1.020.733.114 
T.P. 209.491 del C. S. de la J. 
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HONORABLE 

MAGISTRADA 

CLARA INES MARQUEZ BULLA 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE  BOGOTA – SALA CIVIL 

E.  S.  D 

 

RFERENCIA    RADICADO- 110013103036 2018 00494 02 

   DEMANDANTE: COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 

   DEMADADOS: VANTI S.A. E.S.P Y OTROS 

 

ANDRES CONTRERAS BOHORQUEZ mayor de edad vecino de la ciudad de Bogotá 

identificado con cédula de ciudadanía número 80.199.348 de Bogotá y tarjeta 

profesional número 177.732 del Consejo Superior de la Judicatura, de acuerdo a 

poder otorgado por el señor GERMAN HUMBERTO HENAO SARMIENTO, mayor 

de edad, vecino y residente en esta ciudad, identificado con Cédula de Ciudadanía 

No. 80.398.224 de Chía y Tarjeta Profesional de Abogado No. 105.933 del C.S.J., en 

calidad de Representante Legal Tipo B y Apoderado de VANTI S.A. ESP, sociedad 

constituida mediante escritura pública No. 1066 del 13 de abril de 1987, otorgada en 

la Notaría 23 del Círculo de Bogotá, domiciliada en la ciudad de Bogotá, D.C., inscrita 

en la Cámara de Comercio el día 04 de junio de 1987 bajo el No. 212.548 del Libro IX 

del Registro Mercantil, todo lo cual consta en el Certificado de Existencia y 

Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá, y 

encontrándome dentro del término legal, me permito presentar ante su despacho 

RECURSO DE REPOSICIÓN   contra el  auto de fecha 25 de marzo de 2022, por 

medio del cual se declaró desierto el recurso de reposición interpuesto contra la 

sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado 36 Civil del Circuito en fecha 

5 de abril de 2021, teniendo en cuenta para ello  previamente los siguientes  

 

HECHOS 

 

1.  En fecha 5 de abril de 2021, el juzgado 36 civil del circuito  de Bogotá, profirió 

sentencia dentro del proceso de la referencia en contra de las sociedades 

VANTI S.A. E.S.P y CEOGAS ENERGÍA S.A.S. E.S.P. 

2. Que dentro de la oportunidad legal establecida en el Código general del 

proceso la persona jurídica VANTI S.A ESP presentó recurso de apelación 

contra  el fallo mencionado en el hecho anterior, ante el Juzgado de primera 

instancia, argumentado de manera contundente y extensa los motivos de 

inconformidad del fallo . 

3. Que tras cumplirse los requisitos establecidos  respecto del recurso de 

apelación el Juzgado de primera instancia, concedió  el recurso impetrado y 

como consecuencia en el mes de abril de 2022 remitió el expediente  al 

Tribunal Superior de Bogota sala civil. 

4. Que en fecha 7 de febrero de 2022 el Tribunal Superior de Bogota sala civil,  

corrió traslado a los apelantes para  sustentar el recurso de conformidad con 

el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

5. Que  en fecha 25 de marzo de 2022  Tribunal Superior de Bogota sala civil, 

emite el auto de fecha 25 de marzo de 2022, mediante el cual declara desierto 

el recurso de apelación presentado en fecha 5 de abril de 2021, por la falta de 



sustentación presuntamente del recurso ante el juzgado de segunda 

instancia. 

 

6. Que conocido  el auto proferido en fecha 25 de marzo de 2022, y los 

argumentos esbozados  en el mismo, resulta procedente presentar recurso de 

reposición contra tal medida pues la misma vulnera el derecho del debido 

proceso de  la sociedad VANTI S.A ESP. 

 

7. Que como consecuencia de los anteriores hechos se procede  exponer los 

argumentos por los cuales a juicio de la parte demandada se debe revocar la 

decisión de fecha 25 de marzo de 2022 en los siguientes términos 

 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

  

En primera medida debemos manifestar al Honorable Tribunal que los fundamentos 

jurídicos  presentados en el auto de fecha 25 de marzo de 2022, para declarar desierto 

el recurso de apelación presentado en fecha 5 de abril de 2021, como bien lo señala 

el auto, corresponde a un salvamento de voto realizado por la Honorable Magistrada 

Hilda Gonzalez, sin embargo, tal y como lo manifiesta la misma sentencia de tutela  

bajo el radicado 11001-02-03-000-2021-00975-00, existe un formalismo ritual 

excesivo, cuando se declara desierto el recurso de apelación,  existiendo previamente 

una radicación por escrito respecto del sustento del recurso de manera  amplia tal y 

como lo reconoce el mismo auto de fecha 25 de marzo de 2021. 

 

Al respecto la propia sentencia  enunciada en el auto de fecha 25 de marzo de 2021 

establece lo siguiente: 

 

(…) “Sin embargo, una nueva mirada del tema impone abordar la 
problemática anunciada desde el plano constitucional, teniendo en cuenta 
que el nuevo panorama –escritural- en que transitan las fases de la 
apelación en virtud del mencionado Decreto impone una revisión más 
reflexiva a fin de determinar si de verdad resulta proporcional declarar la 
deserción, cuando de todos modos el impugnante cumplió la carga 
argumentativa con anticipación al término previsto en el artículo 14 de esa 
normatividad. 
 

Por ende, la tesis de la Sala recreada sobre el ambiente de la palabra 
hablada para justificar la deserción del recurso en ese escenario por la 
ausencia del apelante a la audiencia contiene unos elementos filosóficos 
diferentes a la problemática surgida en un entorno gobernado por la 
escritura, como lo reglamenta el susodicho Decreto. 

 
Desde esa lógica, a pesar de que las condiciones de tiempo y modo 

establecidas en el artículo 14 del Decreto 806 se muestran estimables frente 
a libertad de configuración del legislador, a la hora de observar la temática 
en el plano supralegal y en relación con los casos concretos, no es admisible 
la aplicación automática e irreflexiva de la sanción que contempla la norma 
en el caso de que se sustente por escrito de forma prematura, esto es, antes 
de que inicie el conteo de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria del auto 
que admite el recurso o niega la práctica de pruebas; pues, esa tarea debe 
estar soportada en un análisis ponderado en aras de establecer si las 



particularidades del caso permiten concluir que la sustentación anticipada 
era suficiente para la resolución de la alzada, sin que lo adelantado en esa 
gestión conlleve a sancionar al litigante de forma tan drástica como es el 
cercenamiento de la segunda instancia. 

 
En efecto, en el panorama actual (escrito) la desatención de la 

parte en relación con el momento preliminar en que sustenta su 
inconformidad no muestra implicaciones mayores que justifiquen la 

abstención del ad- quem de decidir de fondo, ya que, como la misiva 

contentiva de dicha sustentación ya está al alcance del juez, resulta 
excesivo aplicar sin detenimiento la deserción. (resaltado y subrayado 
fuera de texto) 

 
Dicho en otras palabras, sin duda cuando el recurrente aporta el 

escrito de sustentación antes de la oportunidad contemplada en el artículo 
14 del Decreto 806 de 2020 actúa de forma deficiente, lo que es censurable 
en la medida en que desatiente el mandato legal; no obstante, dada la 
naturaleza del error y su eventual intrascendencia frente a la carga de 
sustentar la alzada, es desproporcionado que se le sancione con la pérdida 
del derecho constitucional a impugnar la decisión que finiquitó la primera 
instancia. 

 
Ciertamente los falladores están llamados acatar y hacer cumplir las 

formas prescritas por el legislador, como las que se han impuesto para 
sustentar el recurso de apelación –por escrito y en un momento específico-, 
de modo que no pueden desconocerlas. Pero también lo es que no las pueden 
exigir irreflexivamente, pues no son simples ritualidades desprovistas de 
sentido, sino medios destinados para dotar de validez y eficacia los actos 
procesales designados a hacer efectivos los derechos de las partes, en este 
caso, el de impugnar las providencias judiciales. 

Por eso, el artículo 11 del estatuto adjetivo, que irradia todas las 
reglas del procedimiento, demanda al juez que, al interpretarlas, tenga en 
cuenta que: 

 
(…) el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos 
reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la 
interpretación de las normas del presente código deberán aclararse 
mediante la aplicación de los principios constitucionales y generales del 
derecho procesal garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de 
defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales 
fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir 
formalidades innecesarias. 
 

En armonía con ello, se ha insistido en que  
 

(…) [e]l respeto por las formas propias de cada juicio no implica, en manera 
alguna que los ritos procesales sean un fin en sí mismos, todo lo contrario, 
la primacía de lo sustancial, impone que los procedimientos sirvan como 
medio para lograr la efectividad de la administración de justicia y de los 
derechos subjetivos de quienes someten sus conflictos a ella. 
 

“No se trata de avalar el desconocimiento absoluto de la ritualidad 
procesal, pero tampoco de que el funcionario judicial atienda de manera tan 
rigurosa a esas formalidades, pues ello apareja un «excesivo ritual 



manifiesto» que sacrifica prerrogativas constitucionales para salvaguardar 
la forma (CSJ STC7543-2020).  

 
Ahora, no es que la Corte se esté contradiciendo con las pautas que 

trazó en vigencia del Código General del Proceso en virtud de la carga del 
recurrente de sustentar ante el superior y en audiencia, pues allá, en el 
contexto de la oralidad y de la prohibición de sustituir las intervenciones 
orales por escrito, no lucía desmesurado sancionar al recurrente con la 
deserción del recurso, puesto que al no existir otro momento en el que el 
censor podía proponer sus argumentos de inconformidad verbalmente, el no 
asistir a la vista pública destinada para el efecto conllevaba la no 
sustentación del acto de impugnación; pero, en estos tiempos, en el 
panorama de la escritura, cuando la formalidad a la que está ligada el 
ejercicio del derecho fundamental a la doble instancia y de impugnación ha 
cumplido su finalidad, pese a su cumplimiento imperfecto por parte del 
recurrente, la imposición de esa consecuencia parece desproporcionada.  

 
En suma, el recurso de apelación de sentencias, en vigencia del 

Decreto 806 de 2020, deberá sustentarse ante el superior por escrito y 
dentro del término de traslado indicado en el artículo 14 de esa norma. Toda 
sustentación posterior a ese lapso o la omisión del acto procesal desemboca, 
sin duda, en la deserción de la opugnación. Sin embargo, no ocurre lo 
mismo respecto de aquellas que se realicen con anterioridad a ese 

límite temporal, comoquiera que, aun cuando resulta ser una 

actuación inesperada y errada del censor, de todos modos se cumple 
con el acto procesal aludido y el juzgador de segundo grado, en 

últimas, ya conoce de los argumentos de inconformidad que le dan 
competencia para resolver, sin que ello implique ninguna afectación 

a los derechos del no recurrente, pues el apelante no guardó silencio, 

no superó los términos establecidos para el efecto, así como «no se 
causa dilación en los trámites, ni se sorprende a la contraparte, ni 

se vulneran sus derechos, ni implica acortamiento de los términos». 
Lo contrario, provoca incurrir en un exceso ritual manifiesto en el 

asunto concreto.”(…) 

 

Como complemento a los anteriores argumentos, resulta pertinente manifestar que 

la posición antes mencionada, es la que ha fijado la Honorable Corte Suprema de 

Justicia respecto del tema tratado en el presente escrito, máxime si se observa otros 

pronunciamiento tales como la sentencia -STC5497-2021  con radicado N.° 11001-

02-03-000-2021-01132-00. 

De acuerdo con lo expresado en líneas anteriores, respetuosamente se expresa en el 

presente recurso que, previamente al traslado realizado en fecha 7 de febrero de 2022 

para sustentar el recurso de apelación presentado en fecha 5 de abril de 2021,  ya la 

profesional del derecho que en su momento tenía a cargo  el mandato judicial 

conferido por VANTI S.A ESP,  radicó por escrito los fundamentos y razones de 

sustento del recurso de apelación, los cuales se reitera expresaban ampliamente los 

motivos de inconformidad con la sentencia de primera instancia. 

 

Finalmente y como  conclusión del presente escrito,  de acuerdo con los 

pronunciamientos proferidos por la Honorable Corte Suprema de Justicia, las 

decisiones que declaren desiertos el recurso de apelación  por no sustentarse los 

recurso en los términos establecidos en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, cuando 



previamente  a tal traslado, se ha radicado por escrito los sustentos de tal recurso, 

son vulneratorios del debido proceso a que tiene derecho   la parte afectada  con tal 

decisión y tal medida constituye  un excesivo ritual manifiesto, que desatiende a su 

vez  el principio  de derecho que establece que debe primar el derecho sustancial 

sobre los ritos procesales en aras de lograr la efectividad de la administración de 

justicia y de los derechos subjetivos de quienes someten sus conflictos a ella 

 

  

 

SOLICITUD 

 

Respetuosamente se solicita al Honorable Tribunal superior de Bogotá, REVOCAR, 

el auto de fecha 25 de marzo de 2022,  y en su lugar dar tramite y pronunciarse de 

fondo respecto del recurso de apelación presentado por  el apoderado  judicial de la 

sociedad VANTI S.A ESP, teniendo en cuenta para ello los argumentos por escrito  

expuestos   para tal efecto,  los cuales   se anexan nuevamente al presente recurso 

con la constancia de radicación correspondiente. 

 

 

 

De la señora Magistrada Respetuosamente 

 

 

 

 

 
ANDRES CONTRERAS BOHORQUEZ 

C.C. 80.199.348 DE BOGOTA 

T.P. 177.732 DEL CSJ 
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Bogotá D.C., 08 de abril de 2021 

 

 

Señores: 

JUZGADO TREINTA Y SEIS (36) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Correo Electrónico: ccto36bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Ciudad 

 

Ref.: Recurso de Apelación contra sentencia de 05 de abril de 2021 

 

Proceso Verbal 

Radicado 11001310303620180049400 

Demandante: Compañía Mundial de Seguros S.A. 

Demandado: Ceogas Energía SAS y Otros 

 

 

YEINY TORCOROMA SANGUINO CONTRERAS, mayor, identificado con cedula de 

ciudadanía No. 1.091.657.093 expedida en Ocaña, abogada en ejercicio y 

portadora de la tarjeta profesional No. 214.637 del Consejo Superior de la 

Judicatura, obrando en mi condición de apoderada de Vanti S.A E.S.P y actuando 

dentro de la oportunidad procesal correspondiente, sustento el recurso de 

apelación interpuesto contra la sentencia de fecha 05 de abril de 2021, 

dictada por el Juzgado Treinta y Seis Civil del Circuito de Bogotá proferida 

dentro del proceso en referencia y sobre los cuales versará la sustentación 

ante el superior. 

 

SUSTENTACIÓN DEL RECURSO. 

 

Sea lo primero señalar que el argumento expuesto por parte de la señora Juez 

para declarar la nulidad relativa del contrato, fue en razón a que manifestó 

que existe mala fe por parte las entidades demandas al momento de tomar el 

contrato de seguro por ocultar información relevante ante la aseguradora, 

declarando que fue reticente ya que esto lo debía conocer la aseguradora. Es 



por esto por lo que iniciaré la presente sustentación del recurso, indicando 

que VANTI S.A ESP NO evidenciaba al momento de suscribir el contrato, la 

existencia de una negatividad ante la cobranza de la cartera y así mismo, 

ninguna practica evasiva frente a los compromisos adquiridos entre las partes. 

Ahora bien, al momento de solicitar la póliza que atañe esta litis a la fecha 

CEOGAS ENERGIA SAS no se encontraba en mora con Vanti S.A. ESP., hasta la 

fecha habia cumplido con las obligaciones contractuales pactadas en el primer 

contrato. 

 

Frente al caso en concreto nunca se acogió a la buena fe por parte de la Juez, 

que es entendida como un principio en el cual se debe ceñir las partes para la 

celebración y ejecución de los contratos, puesto debido a ello se negó la 

posibilidad de demostrar la trasparencia, responsabilidad y seriedad con la 

que se realizó el contrato con CEOGAS ENERGIA SAS. Así mismo, el 

incumplimiento del contrato no necesariamente implica la mala fe, en razón a 

que la empresa VANTI S.A ESP puesto no conocía su estado financiero en el 

momento de la entidad CEOGAS ENERGIA SAS y igualmente esta información no fue 

solicitada por la aseguradora para identificar la capacidad de riesgo. Además 

la aseguradora no solicitó la existencia de contratos de suministros de gas 

anteriores celebrados por mi representado con CEOGAS ENERGIA SAS, ni facturas 

pendientes de pago, ni la capacidad de pago y endeudamiento de CEOGAS ENERGIA 

SAS y así mismo, no existe un cuestionario propuesto por el aseguradora. 

 

Por lo anterior, consideramos que no se demostró reticencia, porque de acuerdo 

con el artículo 1058 del Código de Comercio que indica: “El tomador está 

obligado a declarar sinceramente los hechos o circunstancias que determinan el 

estado del riesgo, según el cuestionario que le sea propuesto por el 

asegurador. La reticencia o la inexactitud sobre hechos o circunstancias que, 

conocidos por el asegurador, lo hubieren retraído de celebrar el contrato, o 

inducido a estipular condiciones más onerosas, producen la nulidad relativa 

del seguro. Si la declaración no se hace con sujeción a un cuestionario 

determinado, la reticencia o la inexactitud producen igual efecto si el 

tomador ha encubierto por culpa, hechos o circunstancias que impliquen 

agravación objetiva del estado del riesgo.” (Subrayado fuera del texto)  
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Esta situación no fue demostrada con el cuestionario propuesto, puesto que tal 

documento no existe, por ende la entidad de seguros debió demostrar la mala fe 

de los tomadores. Así mismo, respecto de la información que señala la 

aseguradora que fue ocultada no es cierto, ya que el momento de realizar la 

solicitud los únicos documentos requeridos por la aseguradora fueron el 

contrato entre las partes, los estados financieros del 2016 y la existencia y 

representación de dichas empresas. Así las cosas, a la empresa CEOGAS ENERGIA 

SAS nunca se solicitó información para determinar la capacidad del riesgo y 

así mismo a VANTI S.A ESP no se realizó solicitud a cerca de la información de 

existencia de contratos posteriores realizados con la entidad y la capacidad 

de endeudamiento de este. Por ello, la parte actora debió haber demostrado la 

culpa del tomador, situación que en el caso que nos ocupa no ocurrió. 

 

Sin embargo, la Corte Constitucional señalo en la Sentencia T-316 del 2016 

“determinado que cualquier omisión del tomador no puede ser considerada como 

reticencia, pues la entidad aseguradora está en la obligación de tomar las 

medidas que considere conducentes para comprobar la información suministrada, 

la cual debe considerarse cierta en virtud del principio de buena fe, evitando 

en todo caso, las interpretaciones arbitrarias respecto del contenido del 

contrato y de los hechos.” Y así mismo indico que “la reticencia significa la 

inexactitud en la información entregada por el tomador del seguro a la hora de 

celebrar el contrato.” Y como se manifestado, la reticencia se manifiesta, 

porque debe haber incurrido en ella dentro del cuestionario propuesto, pero 

frente al caso en concreto este documento no existe, ya que no fue solicitado 

por parte de la aseguradora. Por ello, debemos insistir que no existe 

cuestionario o documento alguno que le permita a la aseguradora afirmar con 

certeza que el tomador fue reticente, más aún cuando si este no fue solicitado 

por la aseguradora.  

 

De igual modo, La Corte Constitucional indico en la Sentencia T-251 del 2017 

“¿quién debe probar la mala fe? En concepto de esta Corte, deberá ser la 

aseguradora. Y es que no puede ser de otra manera, pues solo ella es la única 

que puede decir con toda certeza (i) que por esos hechos el contrato se haría 

más oneroso y (ii), que se abstendrá de celebrar el contrato.” 

 



Así mismo, consideramos que no se encuentra demostrado el incumplimiento del 

seguro, puesto que las partes dieron el cumplimiento de este y se brindó 

oportunamente los avisos a la aseguradora, tal como se ratificó en los 

testimonios tal como lo señaló (el representante legal de la aseguradora en el 

interrogatorio efectuado) y lo señalado en el artículo 1060 del Código de 

Comercio. “MANTENIMIENTO DEL ESTADO DEL RIESGO Y NOTIFICACIÓN DE CAMBIOS. El 

asegurado o el tomador, según el caso, están obligados a mantener el estado 

del riesgo. En tal virtud, uno u otro deberán notificar por escrito al 

asegurador los hechos o circunstancias no previsibles que sobrevengan con 

posterioridad a la celebración del contrato y que, conforme al criterio 

consignado en el inciso lo del artículo 1058, signifiquen agravación del 

riesgo o variación de su identidad local. 

 

La notificación se hará con antelación no menor de diez días a la fecha de la 

modificación del riesgo, si ésta depende del arbitrio del asegurado o del 

tomador. Si le es extraña, dentro de los diez días siguientes a aquel en que 

tengan conocimiento de ella, conocimiento que se presume transcurridos treinta 

días desde el momento de la modificación.  

 

Notificada la modificación del riesgo en los términos consignados en el inciso 

anterior, el asegurador podrá revocar el contrato o exigir el reajuste a que 

haya lugar en el valor de la prima.La falta de notificación oportuna produce 

la terminación del contrato. Pero sólo la mala fe del asegurado o del tomador 

dará derecho al asegurador a retener la prima no devengada. 

 

Esta sanción no será aplicable a los seguros de vida, excepto en cuanto a los 

amparos accesorios, a menos de convención en contrario; ni cuando el 

asegurador haya conocido oportunamente la modificación y consentido en ella.” 

De igual manera, manifestamos que de acuerdo con la cláusula 7.8 del contrato 

se expone que el vendedor “Cuando El Comprador incurra en mora, dentro de los 

dos (2) días calendario siguientes a la fecha límite de pago, El Vendedor 

podrá de pleno derecho suspender el suministro” (Cursivas fuera del texto) Sin 

embargo,  no impone el deber de realizarlo puesto que el contrato lo permitía 

y fue conocido por la aseguradora para expedir la póliza y no se realizó 
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ninguna objeción, ya que no se realizó ningún cambio sobre el objeto 

contractual del mismo.  

 

Por último, la obligación del tomador y asegurado es mantener el estado del 

riesgo, obligándose a notificar al asegurador las CIRCUNSTANCIAS NO 

PREVISIBLES que sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato y 

a lo cual VANTI S.A ESP había podido suspender el suministro o no, ya que no 

existía un deber de imposición. 

 

 

Con base en las consideraciones descritas, solicito: 

 

1- Solicito se sirva revocar la sentencia proferida el cinco (05) de 

abril del 2021, que declaró la nulidad relativa del seguro y se 

dicte en su lugar la que en derecho deba remplazarla. 

 

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

YEINY TORCOROMA SANGUINO CONTRERAS. 

C.C.No. 1.091.657.093 de Ocaña 

T.P. 214.637 de C.S.J. 
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Señores: 

JUZGADO TREINTA Y SEIS (36) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Correo Electrónico: ccto36bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Ciudad 

 
Ref.: Recurso de Apelación contra sentencia de 05 de abril de 2021 
 
Proceso Verbal 
Radicado 11001310303620180049400 

Demandante: Compañía Mundial de Seguros S.A. 

Demandado: Ceogas Energía SAS y Otros 

 

 

YEINY TORCOROMA SANGUINO CONTRERAS, mayor, identificado con cedula de ciudadanía No. 1.091.657.093 expedida

en Ocaña, abogada en ejercicio y portadora de la tarjeta profesional No. 214.637 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en

mi condición de apoderada de Vanti S.A E.S.P y actuando dentro de la oportunidad procesal correspondiente, sustento el recurso de

apelación interpuesto contra la sentencia de fecha 05 de abril de 2021, dictada por el Juzgado Treinta y Seis Civil del Circuito de

Bogotá proferida dentro del proceso en referencia y sobre los cuales versará la sustentación ante el superior.

Atte;

YEINY SANGUINO CONTRERAS.

Abogada

mailto:ccto36bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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